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ALEGATOS FINALES ESCRITOS DE LA
COMISiÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

EN EL CASO MARIA TERESA DE LA CRUZ FLORES
•

CONTRA EL ESTADO DEL PERU

1 . La Comisi6n Interamericana de Derechos Humanos len lo sucesivo "la
Comisión". "la Comisión lnteramericana" o "la CIDH"), presenta a la Corte
lnteramericana de Derechos Humanos (en adelante n la Honorable Corte", "la Corte
Interamericana" o "la Corte"), el alegato final escrito V las conclusiones de la
Comisión sobre el caso María Teresa De La Cruz Flores, contra el Estado del Perú
(en adelante el "Estado", "Perú" o el "Estado peruano"). dentro del plazo
establecido en la resolución de la Honorable Corte de 19 de mayo de 2004.

l. Introducción

2. El 11 de junio de 2003. la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos sometió el presente caso ante la Honorable Corte, conforme a las
disposiciones de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante la
"Convención Americana" o "la Convención"), alegando las violaciones cometidas en
perjuicio de la Dra . María Teresa De La Cruz Flores, en el contexto de un proceso
penal al que fue sometida por el delito de terrorismo. La Comisión solicitó a la
Honorable Corte que declarara responsable al Estado peruano por la violación de los
derechos humanos de María Teresa De La Cruz Flores consagrados en los artfculos
9. 8, 7, 24 y 25 de la Convención Americana. en relación con el articulo l( 1) del
mismo instrumento internacional. así como del artículo 2.

3. Como Quedara demostrado en el presente proceso. la doctora María
Teresa De La Cruz Flores fue detenida el 27 de marzo de 1996 cuando finalizaba
sus labores como médico pediatra en el Instituto Peruano de la Seguridad Social,
bajo cargos de terrorismo. Fue investigada. procesada y acusada, junto a otros
médicos, de pertenecer y colaborar con la secci6n salud del departamento de apoyo
denominada "Socorro Popular" de Sendero Luminoso. Las pruebas en su contra
consistieron en el atestado elaborado por la Policía", la declaración de una testigo
arrepentida de clave A2230000001 Que declaró bajo reserva de identidad, y de una
persona procesada por el delito de traición a la patria Jackeline Aroni Apcho.
Pruebas de la misma naturaleza fueron tenidas en cuenta para absolver a los otros
médicos coinculpados en el mismo proceso? O para adecuar la conducta de otras
coprocesadas a un dispositivo legal más bsniqno",

-
• Véase anexo 1 del presente escrito, Atestado Ampliatorio No. 106 Oivic~1te Iv·Oi"cotE. de 9 da octubre

de 1995.

t Ric;hard Morales Torin, César Augll510 Guerrero Caballero, Luis Alberto PuquiUo y Miguel Melgareio
Encinas.

1 9isa Mabol Mantilla Moreno. Rosa Cestilla Croas, Elizabeth Móullln9 Zuñig;) Porras y Sandy Suárcz
Sanchez.
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4. A Marra Teresa De La Cruz Flores, se le investigó y sentenció además,
por la relación marital que mantuvo en su momento con Desiderio Blanco Cabezas,
quien fue investigado, procesado y absuelto posteriormente por el delito de
terrorismo en otro expediente". En la audiencia del proceso ante jueces sin rostro,
se interrogó a María Teresa De La Cruz Flores por su esposo y antes de emitir
sentencia se le dedujo responsabilidad por dicha relación", En la contestación de la
demanda, el ilustrado Estado peruano argumentó como un indicio de la
responsabilidad de María Teresa De La Cruz Flores dicha relación matnmonial".

5. La Dra. María Teresa De la Cruz Flores fue condenada mediante
sentencia de 21 de noviembre de 1996, proferida por un tribunal sin rostro, por el
delito de terrorismo y colaboración con el terrorismo tipificados en los artículos 2 y
4 del Decreto Ley No. 25475, a la pena de 20 años de prisión. Dicha sentencia fue
confirmada por la Corte Suprema de Justicia el 8 de junio de 1998.

6. Con anterioridad a estos hechos, el 27 de marzo de 1990. la Dra.
MarIa Teresa De La Cruz Flores habta sido detenida en el centro médico donde
laboraba debido a que intervino ante el vigilante de la institución por el maltrato que
ejercía contra Estrada Yarleque. Fue detenida bajo el cargo de intentar favorecer al
señor Rolando Estrada Yarfeque, quien fue acusado de llevar consigo un paquete
con volantes de propaganda del grupo subversivo Sendero Luminoso. El 26 de julio
de 1990, luego de casi 4 meses de privación de libertad, se concedió la libertad
incondicional a la Dra. De La Cruz Flores. El 18 de mayo de 1992, la Corte Superior
de Justicia de Lima, condeno por estos hechos a Rolando Estada Yarteque a la pena
de dos años de prisión por el delito de terrorismo y reservaron el proceso en contra
la Dra. De La Cruz Flores.

7. la Sala Superior Penal Corporativa Nacional para casos de terrorismo,
profirió sentencia condenatoria por el delito de terrorismo contra María Teresa De La
Cruz Flores, el 4 de marzo de 1999, condenándola a la pena de diez años de prisión.
Para el efecto, consideró como prueba la declaración de Elisa Mabel Mantilla, vertida
y valorada en el proceso anterior por el cual había sido condena a veinte años por la
atención Que como médico, se dice, le brindó a miembros del grupo Sendero
Luminoso. Posteriormente, en sentencia de 15 de junio de 2000, la Sala Penal de la
Corte Suprema decretó la nulidad de la sentencia recurrida y dispuso el
sobreseimiento definitivo de la Dra. De la Cruz Flores en esta causa, al considerar

• 5emencia de la Corte Suprema da Justicia, expedieme No 608-96 de 24 de septiembre de i 997. Que
confinn.. 1.. sentencia de la Corte Superior de Justicia de Lima. Sala Especial de Terrorismo, expediente 35-94 de 14
de octubre de 1995. Anexo 8 deJ escrito de solicitudes. argUIllentoll y pruebas de la representante de lil víctima.

5 Audiencia de 30 de octubre de 1996. Anexo 22 de la demanda de la CIDH.

, "HaeieO{lo un breve recuento ce las principales pieza.'l procesales que se tuvieron en cuenta -en el
arnsricr proceso- tenemos: Instructiva De La Cruz. En esta diligencia le procesada niega los cargos. sin embargo se
establece ut\ indicio. se encuentra casada con Desiderio Blanco Cabezas. Quien resulta ser uno da los re..ponsable"
Del Diario." Contestación da 111 Demende del Estado perveoo, p6giNl 10.

.................. .. - ..... _...... ~ - -- - -- ---
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que los hechos aquí juzqados configuraban un concurso real restrospectlvo con los
hechos del anterior proceso referido."

8. El 3 de enero de 2003, el Tribunal Constitucional del Perú dictó una
sentencia que declaró inconstitucionales algunas normas de la legislación
antiterrorista peruana. por lo que el Gobierno emitió una serie de Decretos
Legislativos para ajustar la legislación a lo dispuesto en la sentencia del Tribunal
Constitucional. Es así que el Decreto Legislativo No. 926 de 19 de febrero de 2003
dispuso la nulidad de las sentencias. acusaciones fiscales y algunos aspectos de los
procesos penales llevados a cabo ante tribunales sin rostro por delitos de terrorismo
tipificados en el Decreto Ley No. 25475. Sin embargo. a la fecha de presentación
de la demanda en el presente caso, el 11 de junio de 2003. la Dra. De La Cruz
continuaba en situación de condenada.

9. Como consecuencia de la sentencia del Tribunal Constitucional del
Perú de 3 de enero de 2003 y los Decretos Legislativos emitidos por el Gobierno
Peruano en enero y febrero de 2003, la Sala Nacional de Terrorismo el 20 de junio
de 2003, anuló la sentencia condenatoria y la acusación fiscal contra la Dra. De la
Cruz Flores. manteniéndose el auto de apertura de instrucción de 16 de septiembre
de 1996, el atestado policial en que se fundaba y la detención preventiva.
encontrándose en la actualidad sometida a un nuevo procedimiento penal", La
nulidad decretada con base en esta nueva legislación, no repara íntegramente las
violaciones de derechos humanos de que fue víctima la Dra. De la Cruz Flores en el
primer proceso, subsistiendo por el contrario procedimientos y pruebas realizadas
con la anterior legislación que se hacen valer en el nuevo juicio, lo cual configura
una nueva violación a los derechos de la Dra. De La Cruz.

10. El 29 de septiembre de 2003 se emitió la acusación fiscal contra la
Dra. María Teresa Oe La Cruz Flores por el delito de terrorismo en la modalidad de
actos de colaboración. y el 9 de junio de 2004 se amplió el auto de apertura de
instrucción",

11 . Con posterioridad a la celebración de la audiencia de fondo y
reparaciones ante la Honorable Corte, mediante resolución de 8 de julio de 2004, el
4to Juzgado Penal de Terrorismo del Perú varió la medida de detención de la Dra.
De la Cruz flores por la de comparecencia. El dfa 9 de julio de 2004, la Dra. De la
Cruz Flores recuperó su Iibenad luego de más de 8 años en prisión.

12. La Comisión valora positivamente estas gestiones por parte del Estado
peruano. Sin embargo, tal decisión no sustrae la materia de la competencia de la
Honorable Corte como pretende el Estado en su escrito de 8 de julio de 2004\°,

•

7 M&"OS 26 a 29 de 1& demcl'dll de la CIOH.

• Véase anexo 3 del 9GCtito de 601icitU%1os. Clrgumentos y pruebas ele la representanta ele la vtctírna.

" véase anexo 2 del preS9nte escrito. resotucÓOn ele 9 de junio de 2004.

10 véase comunicación del Estado peruano lechaoa 8 de julio ele 2004. osn. S.
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dado que se trata de una decisión provisional, que no soluciona de modo definitivo
la situación jurídica de la víctima, quien aún se encuentra sujeta a un proceso penal.
Además es necesario señalar que el objeto de la demanda sometida por la Comisión,
se refiere a otras violaciones adicionales cometidas por el Estado peruano en
perjuicio de la víctima, cuya reparación íntegra se solicita V sobre las cuales también
se requiere un pronunciamiento de la Honorable Corte.

13. Durante el tiempo que la Dra. De la Cruz Flores permaneció privada
de la libertad V antes del pronunciamiento del Tribunal Constitucional el 3 de enero
de 2003, de acuerdo a lo dispuesto por el artfculo 19 del Decreto Lev 25.475, no
tuvo derecho a beneficios penitenciarios.

11. Violación del artículo 9 (Principio de Legalidad y de Retroactividad)

14. Como ha sido probado a lo largo del proceso V ha sido aceptado por el
Estado peruano, María Teresa De La Cruz Flores fue procesada V condenada por el
delito de terrorismo tipificado en los artículos 2 V 4 del Decreto ley N° 25.475.
mediante sentencias de 21 de noviembre de 1996 V 8 de junio de 199811

•

15. El Principio de legalidad protegido por la Convención Americana en el
artículo 9, tiene su expresión en el derecho penal en la definición del tipo penal o de
la conducta delictiva que hace el legislador. Al Estado le corresponde determinar
las conductas o comportamientos Que por atentar contra bienes jurídicos
merecedores de protección son reprochables V, por lo tanto, objeto de sanciones,
con definición clara, precisa V suficiente acerca de la conducta o del
comportamiento ilícito. asf como de los efectos que se derivan de éstos. o sea, las
sanciones. De esta manera, la tipicidad cumple una doble función, la de garantizar
por un lado, la libertad V seguridad individuales al establecer en forma anticipada,
clara e inequívoca qué comportamientos son sancionados, y de otro, proteger la
seguridad jurídica 12.

16. La Honorable Corte ha destacado la importancia del principio de
legalidad V de irretroactividad en una sociedad democrática en el Caso Baena
Ricardo y otros,

1...1 en un sistema democrático es preciso extremar las precauciones para que [las)
medidas Ipunitivesl se adopten con estricto respeto a los derechos básicos de las
personas y previa una cuidadosa verificaciOn de la efectiva existencia de la conducta
illcita. Asimismo. en aras de la seguridarl jurfdica es indispensable qua la norma
punitiva. sea penal o adminiStrativa. exista y resulte conocida. o pueda serlo. antes
de que ocurran la acción o la omisión que la contravienen y que se pretende
sancionar. La calificación de uro hecho como ilicito y la fijación de sus efectos
jurfdicos deben ser preexistentes a la conducta del sujeto al que se considera
intractor. De lo contrario. los particulares no podrtan orientar su comportamiento
conforme a un orden jurídico vigente y cierto, en el qua se expresan el reproche social

.. Anaxos 24 V 25 de la demanda de la CIOH.

:2 CIOH. Informe sobre Terrorismo y Derechos Humanos. 22 da octubre do 2002. pág. 6. párr. 17.
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y las consecuencias de éste. Estos son los fundamentos de los principios de
legalidad y de irretroactividad desfavorable de una norma punlrlvao.

17. Por otro lado, analizando la legislación antiterrorista del Perú, algunas
de cuyas normas son objeto de la presente demanda, la Honorable Corte señaló en
el Caso Castillo Petrurzi, y lo reiteró más tarde en el Caso Cantoral Benevides,

ala Corte entiende que en la elaboración de los tipos penales es preciso utilizar
términos estrictos y unlvocos, que acoten ctaramanta las conductas punibles, dando
pleno sentido al principio de legalidad penal. Este implica una clara definici6n de la
conducta incriminada, qve fije sus elementos y permita deslindarla de
comportamientos no punibles o conductas ilícitas sancionables con medidas no
penales. la ambiguedarl en la formulación de los tipos penales genera dudas y abre el
campo al arbitrio de la autoridad. particularmente indeseable cuando se trata de
establecer la reepcnsebllldad penal de los individuos y sancionarla con penas que
afectan severamente bienes fundamentales, como la vida o la libertad. Normas como
las aplicadas en el caso que nos ocupa, Que no delimitan estrictamente las conductas
delictuosas, son violatorias del principio de legalidad establecido en el artículo 9 de la
Convención Americana. -;~

18.
pertinente:

La Honorable Corte señaló en el Caso Caneoral Benavides, en lo

-155. A la luz de las disposiciones transcritas. considera la Corte Que las
definiciones de los delitos de terrorismo y traición a la patria utilizan expresiones de
alcance indetenninado en relación con las conductas típicas. los elementos con los
cuales se realizan, los objetos o bienes contra los cuales van dirigidas, y los alcances
que tienen sobre el conglomerado social. De otro lado, la inclusi6n de modalidades
tan amplias de participación en la realilaci6n del correspondiente delito, como las
que contempla el artículo 2 del Decreto Ley No. 25.659, descaracteriza la definición
del sujeto cafificado de la traici6n a la patria y acerca esta figura delictiva a la de
terrorismo, hasta el punto de asimilarla con ella. alli

19. Concretamente, refiriéndose a la definición del delito de terrorismo
prevista en el artículo 2 del Decreto Ley N° 2547516 , el Tribunal expresó que tal

'3 Corte I.D.H.. Caso Baena Ricardo V olTOS. Sentencia de 2 de febl'CllO de 2001. Señe C No. 72, párr.
106.

,. Corte 1.0.H., Caso C:JstiJlD Petruzzi y otros. Semencia de 30 de mayo de 1999. $eñe C No. 52, párr.
1:Z 1. Véase también Cofte I.O.H., Ca:so C<mrorel Ek~v;C¡es. Senltmci.. de 18 de agosto de 2000. serie e No. 69,
párr. 157.

aS ceso C"nlora! Banavid&. supra oote 14, plm. 155.

.-
re -Articulo 2. Descripción tIpice del delito. El qve provoca, cree o mantiene un estado de zozobra, alarma

o temor en 1.. po~ción o en un sector de eUa, reaJila actos contra la vida, 81 cuerpo, la salUd, la libertad y
seguridad personales o contra el patrimonio, contra la seguridad de los edificios públicos, vlas o medios de
comunicación o de transporta de cualquier Indole, torres de energfa o tranarnisíún, instalaciones motrices o cualQwer
otro bien o servicio, empleando armamentos, materias o artefactos explosivos o cualquier otro medio capaz <re
causar eslragos o grave perturbación de I~ tranquilid~ pública o afectar las rclilciumll; imemBcionales o I~

seQwidad de la soc::i~ y del Estado. ser:' reprimido con pena privativa de lihartad no menor ele veinte años. D

Decreto ley 25474.
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definición es incompatible con el principio de legalidad del artfculo 9 de la
Convención Americana!",

20. Los hechos constitutivos del delito fueron concebidos de una manera
abstracta e imprecisa. Que impide conocer con exactitud la conducta específica que
configura el tipo penal respectivo. Es un tipo penal abierto que contraria el carácter
restrictivo de los tipos penales que limitan al máximo la discrecionalidad del
intérprete frente a derechos tan preciados como la libertad. todo ello para preservar
el principio de legalidad penal. Este artículo describe múltiples conductas que
atentan contra bienes jurídicos diversos y desiguales jerárquicamente, algunos
esenciales y otros instrumentales.

21.
Decreto Ley
terrorismo:

Esta situación se repite en la tipificación del artícuto 4 del mismo
que define y sanciona los actos de colaboración con el delito de

a Arttculo 4. Colaboración con el terrorismo.
Sera reprimido con pena privativa de libertarl no menor de veinte anos, el que de
manera voluntaria obtiene. recaba. reúne o facilita cualquier tipo de bienes o medios o
realiza actos de colaboración de cualquier modo favoreciendo la comisión de delitos
comprendidos en este Decreto Ley o la realización de los fines de un grupo terrorista.
Son actos de colaboración:
a. Suministrar documentos e informaciones sobre personas y patrimonios.
instalaciones, edificios públicos y privados y cualquier otro que específicamente
coadyuve o facilite las actividades de elementos o grupos terroristas.
b. La cesión o utilización de cualquier tipo d9 alojamiento o de otros medios
susceptibles ds ser destinados a ocultar personas o servir de depósito para armas.
explosivos. propaganda. vlveres. medicamentos. y de otras pertenencias relacionadas
con los grupos terroristas o con sus víctimas.
c. El traslado a sabiendas de personas pertenecientes a grupos terroristas o
vinculadas con sus actividades delictuosas, asl como la prestación de cualquier tipo
de ayuda que favorezca la fuga de aquellos.
d. La organización de cursos o conducción de centros de adoctrinamiento e
instrucción de grupos terroristas, que funcionen bajo cualquier cobertura.
e. La fabricación. adquisición. tenencia, sustracción, almacenamiento o suministro de
armas. municiones. sustancias u objetos explosivos. asfixiantes, inflamables. tóxicos
o cualquier otro que pudi9l'a producir muerte o lesiones. Constituye circunstancia
agravante la posesión. tenencia y ocultamiento de armas. municiones o explosivos
que pertenezcan a las Fuerzas Armadas y Pollera Nacional del Perú.
t. Cualquier forma de acción económica, ayuda o rnadiaclén hecha vctuntariernente
con la finalidad de financiar las actividades de elementos o grupos terroristas. o 13

11 Cone I.D.H.• Caso Ca:stillo PerruT7i y otros, supre note 14. párr. 121. La Comisión Intemilc10nal de
Jwistali se habla relerido B I~ problemas que presentaba asta definición &éñalando que "10& términos y el leng~jc
que utiliz;¡ para defllÚr una conducta terrorista es en ciertas panes ilmbigUQ. amplio v/o abstracto. lo que puada
col'ducir f ácilllleme a una ampliación dll los aeros prohibidos mediante interpretación judicial. El dofmir delito$ $in
precisión y certeza contraviene el principio de legalidl:ld. 1...1 Señala edernés que °al definir al delito de terrorismo
como el acto da prcvcca, crea o mantiene un estado de zczobra. alarma o temor en 1<1 población. amplí'l
signiticativamente el concento «re lo que constituya terrorismo. lo que evidentemente sobrepenatiza las distintas
liguras Que con!Jtituyen el delito y es inc:OMictllntG con el principio básico del debido proceso Q\sC cstabtcee que el
ca~ti90 dp.be ser proporcional al delito. o lnstluno de Oefen:ul 'egBI: tntorme de la Comisión Inremaclonaf da Jurtstss
tntemecionetes sobre /a adminlsrraciÓll de justicia en el Perú, Lima. IDl. julio de 1994, págs. 47 y 46. citadas por
Carlos Rivera Paz. Veinte Propuestas de mof!j{icBción de la fegis/aci6n entitetrotiste, Instituto da Defensa lagal.
1999. pág. 41 . Vóa,,, anllxO 3 dsl presento escrito.

'o Oacreto LeV ~5.4 75. artículo 4 .

•
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22. Esta definición incluye una amplia gama de conductas que van desde
acciones inocuas o cotidianas hasta acciones calificadas, todas con referencia a la
conducta de terrorismo descrita en el articulo 2, como lo señala expresamente el
artículo 4 al disponer "el Que de manera voluntaria obtiene, recaba, reúne o facilita
cualquier tipo de bienes o medios o realiza actos de colaboración de cualquier modo
favoreciendo la ~omisión de delitos comprendidos en este Decreto Ley o la
realización de los fines de un grupo terrorista" (subrayado nuestro).

23. Durante la audiencia de fondo y reparaciones ante la Honorable Corte,
el perito Carlos Rivera Paz se refiri6 a los problemas que se presentan en la práctica
con el Decreto Ley 25475, por la definición del delito de terrorismo de su artículo 2
y la definición de colaboración con el terrorismo de su articulo 4.

24. En este sentido, es importante destacar los señalado por el perito
Carlos Rivera al referirse al articulo 2 del Decreto Ley 25475. La Comisión solicita a
la Honorable Corte que recoja las afirmaciones de este perito cuando señala que:

"l. ..) No solamente el artículo 2do sino en general el Decreto ley 25475, lo Que
impone es una alteración al modelo de legalidad existente en el Perú, sobre todo si
uno hace un análisis a trasluz de la legislación anmerronsta y las normas generales
del Código Penal del arn, 91. Hav una alteración del modulo de legalidad porque ya no
solamente S8 sanciona los hechos de naturaleza delictiva sino que también se
sanciona la condición de la persona. Hay un articulo en la legisJaci6n antiterrorista,
l ...) el artículo 5to, en el que se va a aplicar una saneléa, y efectivamente se ha
aplicado sanciones, por el s610 hecho de integrar una orqanuactón terrorista. Es decir,
no se exige ya la comisión de un acto, de un hecho concreto, sino simplemente se
exige una condición personal Que es ser integrante ete la or9ani~aci6n. y también hay
otros artlculos en que también se sanciona la condlcién no de autor de un hecho
material sino la condición de dirigente de una organizaciOn. Es decir, desde nuestro
punto de vista, altera el modelo de legalidad, impone un derecho penal de autor
porque lo Que se está sancionando es la condiciOn de la persona, sea integrante o sea
dirigente, sin Que eso n~8sariamentasignifique que en la imputación se le tenga que
demostrar la comisión de un hecho criminal concreto,"

25. En este sentido, la legislación antiterrorista emitida en respuesta a la
magnitud del flagelo del terrorismo resultó modificando de manera grave todo el
sistema penal del Perú y vulnerarando derechos y principios fundamentales
protegidos por la propia Constitución Política y por los instrumentos internacionales
de derechos humanos, que el Perú se encuentra obligado a respetar '".

,g "Las caractertstices de 185 leyes penales de emergencia. en especial 11re90 del autogolpt: de estado
119921, presentan un desborde pe.maN¡nte del modelo 9aral)tista, en el sentido que las normas dol dOrBcho pel\4l,
del derecho procesal penal e inefu150 de ejecución penal fueron cembiando sustencieímentc Su tisonomla conforme
se relacionaban con la persecución y represiOn de actos coJifieedos como terrorismo. Esla leg~lación ha generado
una cultura de emergencia y una práctica da la excepción como regla, Que ha originado una involución de nuestro
ordenamiemo punitivo reeditando viejos esquemas propios de la tradición penal premodcma. ¡;:s la primacle de la
ralón de Estado sobre 13 segurldad juridica cerno criterio informador del derecho y del proce"o penal. A~, se
produce una mutación del modelo de legalidad penal, hasta convertirse en un derecho penal de fEO. dejalldo de ser
un derecho penal de delito. De esta manera, las conductas inerimlnadas en el contexto (le la leQisJBoon de
emergencia configuran tcndancialmente como delitos de status, mas que como delitos de hecho. La legislaci6n
aruitarrerista introduce una 'óSic" nueva en la tase del procedimianto criminal. Se tlslabll!ce con nitidez una
trorrtera, vna demarcación entra la actividad jutisdiceional re"ezvada al juez, la misma que contiene las g3Jant~s

tipíces del juicio comradictorio. V una fase de investigaciones preliminares exenta de intervención judicial. dominada
por la dirección de las autoridadss adminiWiJtivos. Esto trae consigo el atribuir a las instituciones policiales un"

-
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26. Asimismo, el perito Carlos Rivera se refirió a los problemas en la

definición del tipo de terrorismo, haciendo énfasis en una interpretación sistemática

del Decreto Ley 25475:

ALa referencia que normalmente se hace es al tipo básico, Supuestamente se ha
pretendido hacer una definición de terrorismo y de lo Que constituirra actos de
terrorismo; el problema es Que resulta bastante complicado establecer una definición
sometiendo a análisis el artfculo 2 solamente. (. ..1 Es la sumatoria de diversos hechos
tipificados en la ley penal común los que se han incorporado y simplemente se han
sumado, se han pegado uno tras otro. para intentar definir el delito de terrorismo. Se
entiende QU9 91 delito de terrorismo es un delito pturiotensivo, pero no termina de
estebtecersa una definición muy clara de acto terrorista en el tipo básico de la 25475.
Por eso, la conclusión a la Que se puede llegar es Que cualquier hecho criminal puede
ser un hecho terrorista, V por lo tanto l ...) a cualquier persona se le podrla imputar la
comisión de uno de esos hechos terroristas. Más aún si es que en el tipo base no S9

establece un requerimiento de que el autor de este hecho terrorista es una persona
que tiene una condición especial que es la de ser integrante de un grupo terrorista.
Eso fue parte de un debate muy intenso en el Perú, en el que finalmente creo Que el
consenso al que se arrib6 es que era necesario interpretar y consignar en el tipo base
del delito de terrorismo que el Que comete este delito es la persona Que está
organizada y 86 miembro de una banda de una organización terrorista. Pero lo Que
permite el tipo base todavra vigente en el Perú es Que se puede imputar este neeno a
cualquier persona. sin Que necesariamente haya una demostración de que es parte de
la organii:aci6n. Pero además /o más grave es que se puede imputar cualquier hecho
terrorista porque 95 perfectamente posible Que cualquier hecho sea subsumido en las
múltiples V diversas conductas que estlln consignarlas en este artlculo 2 de la
25475 .-

27 . Por Su parte el perito Mario Pablo Rodríguez Hurtado, en su affidávit
rendido para este procesó señaló:

Análisis y crtuca del Decreto Ley No 25.475

20. Como ocurrió con las normas que lo anteceden. este Decreto ley también
infracciona el principio de legalidad penal. al incumplir los requerimientos de
taxatividad y certeza, propios de toda fOrmula típica que describe un comportamiento
deJictuQSo. y sin los cuales es imposible extender garantfa y seguridad al ciudadano
que no será procesado o condenado por un comportamiento incierto, impreciso, o mal
definido. A ninguna persona el Estado puede exigirte Que atienda prohibiciones o
mandatos, balo conminación punitiva, si las conductas-objeto no astan plenamente
descritas o dejan su determinación al completo arbitrio del intérprete judicial.

21. Efectivamente. la lectura del artículo 2 del Decreto Ley 25475, que recoge el tipo
base del delito de terrorismo, describe (sín hacer precisiones esenclates), múltiples
conductas como son: provocar. crear o mantener un estado de zozobra, alarma o
temor tnada se dice sobre la cualidad, entidad o magnitud de estos estados, de
manera que hasta la simple inquietud podría ser absorbida por el concepto temor): asl
mismo, realizar actos contra la vida, el cuerpo, la salud, la libertad y seguridad
personales o contra el patrimonio, contra la seguridad de los edificios pÚblicos. vías o
medios de comunicación o de transporte de cualquier índole, torres de en~r9la o

potestad de coacción sobre I¡¡ libertad personal. desvinculada de la comisión previe de un delito y por tanto de
cuolqulllr pr"supul:,to del ejercicio de una acción penal.a Inlorme de le Comisión de la Verdad y de la
Reconciliación. Perü, Agosto 28 de 2003. Tomo VI, sección Cuarta, CapItulo 1. Patrono!! en la perpetración de
crímenes y violaciones de los derechos humanos. 1.6. la violación del debido proceso. 1.6.1. Análisis de la
legislación relativa a la represión panal del terrorismo en el Perú. La Logislación panal de emergencia. p~gina 366.

-
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transmisión, instalaciones motrices o cualquier otro bien o servicio Irepárese en la
diversidad y desigual Israrqura, aqut equiparada. de bienes [urtdlcos tutelados. unos
esenciales o básicos y otros instrumentales; y en la inabarcable constelación de
objetos sobre los Que puede recaer la acción. por mencionar unos: la seguridad de los
erlificios públicos. no necesañamente su materialidad. o un medio de transporte de
cualquier índole, ¿también de tiroll. La fórmula típiea dice. ademas, empleando
armamentos (¿no sólo de fuego?J. materias o artefactos explosivos o cualquier otro
medio capaz de causar estragos o grave perturbación da la tranquilidad pública °
afectar las relaciones internacionales o /a seguridad de la sociedad y del Estado (¿si
ya antes el tipo contempló la creación de zozobra. alarma o temor, por qué ahora sólo
exige posibilidad o capacid3d de los medios -entiéndase peligro- de causar grave
perturbaciOn de la tranquilidad pública. e inclusive, sin ese rasgo de graveóad, afectar
las relaciones internacionales - de quién - o la seguridad de la sociedad y del Estado.
gaseosamente previstas? Con tamañas imprecisiones resulta un auténtico rlesqo para
la seguridad de cualquier ciudadano soportar una imputación por delito de terrorismo.
conminado con pena privativa de la libertad no menor de veinte años; de ahí la
enorme trascendencia de exigir al Estado peruano la modificación de su legislación
antiterrorista según el estándar ineludible del principio de legalidad penal.

22_ Estas criticas se hacen extensivas al artículo 4 del Decreto Ley bajo comentario.
porque en éste numeral, rubricado con el nombre de colaboración con el terrorismo, la
holgura inaceptable del tipo se muestra todavla paor, si nos detenemos en términos
como los que se transcriben: "Será reprimido con pena privativa de libertad no menor
de veinte años [apréctese que el trato punitivo es igual tanto para la autorte del tipo
base como para los actos de cooperación/. el que de manera voluntaria obtiene.
receba. reúne, o facilita cualquier tipo de bienes o medios (nÓtese la imprecisiónJ O

realiza actos de colaboración de cualquier modo (evalúese la incertidumbre mayor al
aJudirse un espectro todavla mavor] favoreciendo la comisión de delitoll comprendidos
en este Decreto Ley o la realización de los fines de un grupo terrorista" (considérese
que si el tipo base Pc{;ZI de indefinición peor aún peca el llamado acto de colaboración
si se lo conecta con los fines del grupo terrorista, Que la ley no precisa ni por asomo).
tnsistirnos en denotar lo inapropiado que resulta considerar como actos de
colaboración un abanieo tan grande de conductas Que importan, por igual. suministrar
documentos o informaciones sobre personas y patrimonios, ceder o US3f cualquier
tipo de alojamiento. trasladar terroristas o vinculados con sus actividades. prestar
cualquier tipo de ayuda que favorezca la fuga de aquellos (¿incluidas las
insignificantes. como proporcionar un plato de comida?); fabricar, adquirir. tener.
sustraer. almacenar o suministrar armas. municiones. sustancias u objetos explosivos,
asfixiantes. inflamables. tóxicos o cualquier otro que pudiera producir muerte o
lesiones (¿también téxicos o cualquier otro que pudiera producir muerte o lesiones
(¡también un simple pato. toda vez con él se puede, por lo menos. lesionar menos
gravemente?). e incurrir en cualquier forma de acción económica. ayuda o mediación
hecha voluntariamente con la finalidad de financiar las actividades de elementos o
grupos terroristas . La apertura de este tipo es de tales dimensiones que inclusive
conductas cubiertas por causas de justificación, permitidas por el ordenamiento
j~ridico, como es el ejercicio de una profesión (artIculo 20.8 del Código Penal) podrlan
ser comprendidas indebidamente COIllO acres de colaboración.~

28. En igual forma, el perito José Daniel Rodríguez Robinsotl en su
aHidávit rendido para este proceso. indicó:

En lo concerniente a la modalidad básica del delito de terrorismo tipificada por el
arncuro 2" de este Decreto Ley No. 25475 las diferencias no eran muy saltantes•

•

¡O -Informe acerca de la naturaleza, desarrollo y .. todifiCilcione, de la legislación contra el terrorismo. sus
atactos y las diversas situaciones qua se presentan en los procesos penales por este dalito. - Affi(l~vit (le Mario
Pablo Rodríguez Hurtado. 7 da junio da 20M, pagina 11.
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toda vez que continuaba como un tipo abierto con diversas conductas alternativas,
pero se adicionaron términos Que con mayor precisión pretendlan describir,
infructuosamente, una acción terrorista. Además de ello, se insistió con la tipificación
de conductas que deSllaturarrzabal'l instituciones como la compficidad, para sancionar,
dentro de una Ilipótesis concreta que implicaba un delito independiente. a una acción
que perfectamente podla ser evaluada y calificada como complicidad. Tal es el caso
por ejemplo del delito de colaboración.
(...1
No obstante lo expuesto, tal vez la nota que con mayor claridad define a asta nuev~

legislación entiterrcrista es la capacidad de la misma de ser utilizada tanto como
instrumento para sancionar conductas que efectivamente constitulan delitos. como
también para sobrecrimina!izar hechos que, desde un punto de vista rezoneble. no
debertan determinar la afectaciOn de/ alg(/O bien jur/dico. Dicho en otros términos,
esta legislación - como otras que se sancionaron en la época - dejaba I~ente la
posibilidad de que cualquier conducta desagradable al régimen autoritario pueda ser
incluida como acto terrorista, constituyéndose en una poderosa arma contra
elementos no gratos a los intereses del entonces Presidante de la República, Ing.
Alberto Fujimori FUJlmori.2 1

29. El Estado ha reconocido en sus diferentes intervenciones en este
proceso, Que la legislación antiterrorista es una estructura legal Que encierra
dispositivos sustantivos, procesales y penitenciarios, que tuvo que adoptar el
Estado para afrontar la lucha contra el terrorismo que amenazaba con desestabilizar
el país.

30. En tal sentido la interpretación que se haga de los diferentes
dispositivos debe realizarse en forma sistemática, es decir a partir del tipo básico
que define la conducta de terrorismo, para ubicar las diferentes modalidades del
delito y adecuarla a la conducta del actor22, evitando crear un concurso aparente de
tipos penales en garantía de los derechos del procesado/", Que es lo que no ha
ocurrido en este caso precisamente por esa falta de especificidad y concreción de
los diferentes tipos o delitos establecidos en el Decreto Ley 25475.

31 . Si el tipo básico de terrorismo del articulo 2 del Decreto Ley 25475
presenta tan graves problemas, estos se reflejan igualmente en el artículo 4 sobre

•

'\ ·Peritaje sobre la naturaleza, desarrollo y modificaciones en la legislación antnerroríata en el PeÑ."
AlIidá'lit de José Daniel Rodrlguez Robin5on. J de junio de 2004, página 2 y J.

n "Sistemático. Consiste en estudiar la norma con arreglo el ordeoorniento jurCdico del cual hace parte.
parsiguiendo sus características de especie en principio. para hlego, si el hallazgo de correlacionas con SlJ entorno
n¡¡tural 'l!sulta infructuoso. apreciarla comu porción dl!1 géne.o Il!gid l!n gantu<lI, porque <11 fin y al cabo existe un
sistema en cuyo interior &e halla engarzada de ella. (... , La norma a la Que se otolga rango intBIPretativo debe ser
cotejada V examinada dentro del contexto de las homogéneas, es decir, las que regulan el mismo tipo de conductas
o que aluden a ~ntico instituto jurldico, pues resulta contraproducente y riesgoso tratar de interpretar una
disposición como si se tratara da una unidad asñada, en la medida que se tiene a actarar un sector dBlsistema y ello
no lie poclla raalízar sin los damás componente de ~1. - Ferro Torres Guillellllo en Lecciones de DNeCho Penal. Parte
Genera/. Universidad Extemado de Colombia. 2002. página 118.

n ·Un fenómeno diferente, aunque análogo, es el llamado concurso aparente de normas penales. E~e
tiene lugar cuando "unll misma conducta parece subsurnlrs« a la vez: en varios tipos penales diversos y excluyentes.
de tal manare que el juez, no pudiendo aplicarlos costáneamente sin violar 01 principio de non bis in ídem, debe
resofver concretamente a cuál de enes se edecúa el comportamiento en estudio." Arboleda Vallejo Mario y Rufz
Salazar José Armando. Manual de Derecho Penal. Parte General y Especial. Cuarta EóICi6n. Editorial Leyer. pági03
169.
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actos de colaboración con el terrorismo, donde también está ausente la finalidad de
la conducta del actor o el dolo específico Que debe acompañar estas conductas.
Asimismo, las formas de colaboración allf descritas son amplias y vagas, falencia
que se extiende sobre la persecución penal, pues el inicio y continuación de ésta, se
sostiene en un hecho definido como delictivo par la ley sustantiva".

32. En igual forma, la descripción del artfculo 4, actos de colaboración,
excluye e ignara institutos básicos del derecho penal general, como la complicidad,
desarrollado en el segundo párrafo del artículo 25 del código penal oeruano". De
este modo, sobrecrirninatiza tales conductas incidiendo negativamente y en forma
grave en la situación de los procesados, respecto al alcance de la responsabilidad y
la pena, imponiendo penas de igual magnitud para el delito de terrorismo y el delito
de colaboración con el terrorismo.

33. El argumento del Estado peruano en el sentido que el articulo 4 del
Decreto Ley 25475 puede ser interpretado por sí mismo, sin referencia alguna al
artículo 2, contraviene la lógica de la interpretación sistemática de las normas
legales. De ser aceptada esta premisa y de concluirse Que el arncuto 4 satisface las
exigencias del principio de legalidad, nos encontrerfarnos con una situación en la
cual -según la jurisprudencia de la Honorable Corte- sólo el colaborador y no el autor
del delito de terrorismo, puede ser procesado y condenado en aplicación de dichas
normas. La consecuencia lógica de la declaración de la Honorable Corte en el
sentido que el delito de terrorismo según la tipificación contenida en el arncuto 2 del
Decreto ley 25475 atenta contra el principio de legalidad, es que ningún tipo de
participe puede ser condenado por ese delito. De acuerdo al propio texto legal se
colabora "favoreciendo la comisión de delitos comprendidos en este Decreto Ley
(25475) o la realización de los fines de un grupo terrorista".

34. El Informe de la Comisión de la Verdad y la Reconciliación del Perú,
también advierte sobre las falencias en la tipicidad de los actos de colaboración del
artículo 4 del Decreto Ley 25475 y sus graves efectoS Que ha tenido en la práctica
como manifestación de los abusos y excesos de buena parte de la judicatura
peruana durante el perlado de tiempo que correspondió su estudio

La intención del legislador es clara: con la creación de esta particular figura delictiva
se pretende adelantarse al momento de la comisión de los hechos delictivos
calificados como terrorismo. y de esa manera termina calificando como delitos lo que
constituyen según la doctrina actos preparatorios del mismo.

se establece, así, un proceso de autonomizaciOn de los actos preparatorios. Que en
cualquier delito no son perseguibles penalmente puesto que su reali2aci6n no

.. Cafferata Nores. Proceso Penal y Derechos Humanos . Centro de EstudiD.!i Legare,¡; y Sociales. ~nos
Aires, ;/000. oág. 65.

l! Véase Código Pensl perueno de 1991. (uAnlculo 25.· Complicidad prim!lria y complicidad secundaria. El
que. d:llosamentB, preste auxilio para la realización del heCho purúble. Iiin el cual no se hubiere perpetrado. será
repñmido con la pena prevista para el autor. A 10$ qua. de cuak¡uier otro modo, hubieran dolosamente prestado
a3istencia 3\' lea disminuirá prudenci~lmcnlc/;) pena ,ul
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constituye agravio a bian jurldico alguno. Esto marca una considerable ampliación del
ámbito de persecución penal.

Adiciona/mente. cabe senalar que esta figura termina transgrediendo diversos
principios Que sustentan el derecho penal. en la medida en que la naturaleza de las
figuras que sanciona como tal (por ejemplo. el brindar información o el ocultar
personas) son enteramente disímiles . A pesar de esta disimilitud. so sancionan los
distintos supuestos bajo un mismo rango de pena, lo cual termina afectando
seriamente el principio Que establece la necesidad de Que las penas sean
proporcionales a la lesión perpetrada.

Es a ese nivel de afectación que Lópe~ Garrido califica como los efectos
degradatorios de la estructura del derecho penal Que causa la legislació/'\ penal de
emergencia.

La tipificaci6n de los actos de colaboración también generó problemas sobre la
condición del autor de estos delitos. debido él que la doctrina reconoce que la
naturaleza de tales actos determina que deben ser cometidos por personas extrañas o
no integradas a la organización terrorista. Esto se entiende en la medida en Que los
sujetos ya integrados a la organizaciOn terrorista que cometan tales actos, sólo están
haciendo patente su condicilln de afiliados a dicha organi~aGión, desarrollando por
tente las conductas propias de su forma de participación en la de asociación ilrcita.
Deba tratarse de un extraño puesto Que la fltlura reclama Que sean actos de
favorecimiento o colaboración con las actividades del grupo. por lo Que su conducta
debe tener un carácter estrictamente ocasionalu .

35. Por otro lado. la Sentencia del Tribunal Constitucional peruano de 3
de enero de 2003, aborda el estudio de la constitucionalidad del Decreto Ley 25475
en forma inteqraf", a partir del análisis del tipo básico del artículo 2 de ese
dispositivo penar". A su vez, cuando analiza la inconstitucionalidad del delito de
traición a la patria y determina Que se trata de una modalidad agravada del delito de
terrorismo, lo hace en referencia a la definición del delito de terrorismo en el
artículo 2 del Decreto Ley 25475 y a toda la modalidad del delito establecida en las
demás disposiciones, incluidos los artículos 4 y 5 de ese Decreto Ley2 9 . Ello es
lógico pues se trata de un cuerpo orgánico de normas Que demanda una
interpretación sistemática.

36. El perito Carlos Rivera se refirió en la audiencia pública acerca de la
vigencia del delito de colaboración luego de la sentencia del Tribunal Constitucional
y sobre la relación entre el delito de terrorismo y el delito de colaboración:

~~ Informe de la Comisión de la Verdad v de la Reconciliación. Perú. Agosto 28 de 2003. Tomo VI.
Sección Cuarta, c.,pitulo 1. Patrones en la perpetración de crímenes V víoleciones de los dorocho.. hU~3. 1.6.
La vi~ción del debido proeeae, 1.6.1. Análiai~ de le 1~lación reli:ltiva a I~ represión penal del tenOlismo en el
Perú. La LegisJación panal de emergencia, p~gina 391 .

n Anexo 30 da la demanda ere la CIDH. Sentencia Tribunel Omstitucionar de 3 de enero de 2003. pán.
22.

ir. lb. Capirulo VIII. párrafo 43 V s.s.

~ lb. Capitulo VII. Párrafo 36 a 41.

-
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Prcgunta Comisión: Si la sentencia del Tribunal Constitucional s.e pronunció sobre la

constitucionalidad del articulo 4 del Decreto Ley 25475.
Respuesta perito: "No. Es un tipo Que mantiene SU vigencia. No es parte del análisis
con:Jtitucional.
Pregunta Comisión: ¿Cuál es la vinculación que exista entre el articulo 2 y el artrcuto
4?
Respuesta perito: 11.33.401 GEl acto de colaboración lo comete alguien que no es
parte de la organización terrorista. el extraño a la organización, según lo Que califica
la doctrina. pero en los hechos hubo una suerte de perversión de la calificación penal
de los actos de colaboración. del artículo 2. de la calidad de dirigente y de los actos
terroristas en concreto. Digo Que hubo una perversión porque lo normal ha sido Que la
inmensa mayorfa de casos de terrorismo y traición a la patria inclusivo. sean
aperturados por diversos hechos. diversos tipos penatas, desda nuestro punto de
vista inclusive contradictorios. porque se consignaba o se imputaba la condición de
colaborador o de haber desanollado un acto de colaboración; y se le imputaba a un
persona adicionalmente el haber sido miembro de la organización, lo que ya para
nuestra opinión es una contradicción; el haber cometido el delito de terrortsene, lo
cual desde nuestro punto de vista el extraño a la organización no lo pccra cometer, y
muchos casos inclusive imputándole la condici6n de dirigente. a las personas Que
originariamente habfan sido acusadas por actos de coraooracron."

37. Asimismo. el señor perito José Daniel Rodríguez Robinson en su
affidávit rendido para este proceso. remarcó

Ahora bien. al analizar la constitucionalidad del tipo penal contenido en el artículo 2°
del Decreto Ley 25475 y su relación con el Principio de Legalidad. el Tribunal
Constitucional precisa que. en cuanto al sentido interpretativo de la primera
modalidad dol delito de terrorismo latemorizar a la población}, deberá incluirse
tmpltcitamente la frase "tntenctonetmente" para excluir cualquier forma de
responsabilidad objetiva. Respecto a este extremo de la sentencia. el suscrito
considera que el Tribunal Constitucional yerra al entender- que el problema de
esta"primera modalidad" radica en Que pueda confundirse como un elemento
objetivo del tipo. En realidad. esta "primera mods/idatr no es tal. porque no señala
alguna conducta que provoque. cree o mantenga un estado de zozobra, alarma o
temor en la población o en un sector de ella. En tal virtud • bajo mi punto de vista
advierto que el problema no se encuentra en el "sentido interpreretivo" de esta
"modetidsd", sino en Que la misma no describe conductas sancionables y. en ese
contexto, podrla generar una clara afectación al principio de legalidad.:ro

38. Si bien es cierto Que la Corte Europea de Derechos Humanos. se ha
ocupado del tema, lo es también que la jurisprudencia sentada, no significa la
reinterpretación clásica del principio de legalidad que es basilar de la Convención
Europea de Derechos Humanos como de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos.

39. En el Caso Kokkinakis vs. Grecia. la Corte Europea de Derechos
Humanos se refirió al principio de legalidad reconociendo Que la redacción de
algunas leyes no es siempre absolutamente precisa.

30 "Peritaje sobre la naturaleza. desanollo y modificaciones en la legislación antlterrorista en el Perú."
Affidávit de José O,l"iel Rodrfguel Robinson. 3 de iunio de 2004. págino G.
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ala necesidad de evitar una excesiva ri9idez y de adecuarse a circunstancias
cambiantes significa que muchas leyes son inevitablemente redactadas 8n télTl'linos
que. en mayor o menor medida, son vagos.JI-

40. la norma en discusión en ese caso. Que definfa el delito de
proselitismo. fue considerada por la Corte Europea como una de esas disposiciones
Que tienen un cierto grado de vaguedad. pero que no violaba el principio de
legalidad porque existía un cuerpo de jurisprudencia constante que interpretaba la
norma en un mismo sentido'". lo Que permitía a los individuos conocer su contenido.

41 . Para la Corte Europea en ese caso, la existencia de esa jurisprudencia
constante no era un factor menor; por el contrario. dicha jurisprudencia era la que
aseguraba a las personas la certeza del contenido de la norma cuestionada. Así lo
reitera la Corte Europea al afirmar Que la clara definición de un delito en la ley se
satisface cuando "el individuo puede saber por las palabras usadas en la disposición
respectiva, y. si es necesario. con el apoyo de la interpretación formulada por los
tribunales de tal disposición, qué actos y qué omisiones acarrearán su
responsebifidad't'". Si bien el argumento de que las deficiencias normativas de la ley
podían corregirse a través de una jurisprudencia constante no convenció a todos los
jueces", debe tenerse en cuenta al analizar la decisión de la Corte Europea que
dicho criterio fue un factor determinante de la decisión.

42. Como ha sido demostrado en el presente caso. las sentencias de los
tribunales internos han confundido los tipos de "terrorismo". "colaboración con el
terrorismo" y u afiliación a organizaciones terroristas" en cuanto a la importancia de
que la imputada fuera o no integrante o miembro de la organización terrorista"'. En
base a lo Que señalara el perito Carlos Rivera, es posible concluir que esta confusión
no se dio exclusivamente en el caso de la Dra. De La Cruz Flores sino que fue una
constante en las sentencias de los tribunales del Perú.

:;, Corte Europea de Oerecttos Humanos. KoIckin:J1cis v. Grecia. Semencia de 19 de abril de 1993. pérr. 40
ltraducción nuel<tlal .

JI Id. Simit!lt criterio fue utilizado en el C<lS(I cemoa! v. Francia. Sentencia ds 22 da octubre de 1996.
~IT. 34. cJonda la Corte Europea señala como 'consideraci6n d9ciciva u la juricprudBnci.. COnRt,lOte de la Corte dc
Casación que había ildo¡>tfldo Ul\3 posicién ctera cn el asunto, 01 merros desde 1957 en adelente. la que con el paso
del tiempo quedO aÚll mas firmemente establecida .

•: Kek1cina.lcis v. Grec;o. supra 31. oarr. 52 (traducción nuastra}.

,. Véase el Voto Parcialmente Disidente del Juez Martens. quiso consideró que sr ll8bfa existido una
violacién del principio de legalidad. señalando en lo pertinente. que no se encontraba convencido oor el alglUnento
que indica qUA I<lS daHoencias del texto legal pueden ser "curadas- por 18 jurispNdencia. El juez enfatiza asimismo
que el prinopio de legalidad consagrado en el articulo 7 no está dirgido solamente a I>Crmitir a Jos individuos
conocer Que actos y omisiones acarrean su responsabilidad. sino también V primotdialmenta -de acuet(fo <l so
origen hist6rico- a asegU1'ar al individuo una adecu<tda protección contra acusaciones y condt<nils arbitreries: -Article
7 PIl(Il. 1 1...1dcmands Ihat aim~1 should be compatible with the rule of law".

3S Véase parr. 48 intre del presenta escrito.

•



••08/02/2004 21 :47 OAS ICHR

15

~ O16/042
<,
~

43. En consecuencia, a diferencia de lo ocurrido en los casos Kokkinekis y
Csntoni que examinara la Corte Europea, la vaguedad e imprecisi6n del tipo penal de
terrorismo y de colaboración con el terrorismo no se vio subsanada por una
interpretación constante y uniforme de los tribunales peruanos. Por el contrario,
dada la falta de publicidad de los procesos tramitados ante jueces sin rostro". las
diversas y contradictorias sentencias de estos tribunales a las que la mayoría de las
personas no tenía ecceso'". no contribuyeron en modo alguno a establecer la
certeza del sentido de la tipificación de los delitos de terrorismo y colaboración con
el terrorismo.

44. En este sentido, es importante destacar que el propio Tribunal
Constitucional del Perú reconoció en su sentencia de 3 de enero de 2003. en varias
oportunidades, Que posibles interpretaciones de la disposición citada atentan contra
el principio de legalidad3 il

• Si bien el Tribunal Constitucional peruano otorga criterios
de interpretación a los jueces, su sentencia no subsana los problemas en la
definición de los tipos penales puesto Que aunque se refiere a la necesidad de
interpretar la norma tomando en cuenta el elemento subjetivo de la intencionalidad
del autor. no se refiere a la condici6n del mismo como integrante o no de la
organización referida.

45. la sentencia del Tribunal Constitucional peruano de 2003 consideró
ajustada a la Constitución peruana la descripción típica del delito de terrorismo. y no
se pronunció sobre el delito de colaboración con el terrorismo; figuras delictivas por
las que se detuvo, procesó y condenó a María Teresa De La Cruz Flores V que se
pretende continuar aplicando a la víctima mediante la realización de un nuevo juicio.

46. El argumento sostenido por el Tribunal Constitucional para mantener
el artículo 2 del Decreto Ley 25475 con su mismo texto. es Que siendo el tipo penal
de terrorismo un tipo penal abierto. puede ser aplicado sin Que se viole el principio
de legalidad porque tiene un grado de determinación razonable de la conducta, de
modo que corresponde al juzgador la labor de complementarlo mediante la
interpretación, bajo los criterios establecidos por la sentencia. Al respecto del
Tribunal Constitucional señaló:

17. Por todo ello. el Tribunal Ccnstitucionel considera que el texto del artículo 2° del
Decreto Ley N_ o 25475 emite un mensaje que posibilita que el ciudadano conozca el
contenido de la prohibición. de manera que pueda diferenciar lo que está prohibido de
lo Que esté permitido. Solo existe indeterminación en el tipo penal en relación con la

38 Corte I.O.H .• Caso C8nlOl'BI BtJnavidt'JS. supra nata 14, párrs- 143- 149_

;n Así lo explica Ernesto de la Jara en su presemaciOn del libro -350 Resoluciones: Jurisprudencia sobre
Delito de Termrismo", IDl. Instituto de Defensa Legal. 1996. oág. 5. donde señala que "Acorde con la nanualeza
de la lag;slaci6n antiterroñst;l .Clu.lmente vigeme. basada en u1l esquema de jueces sin rostro y audiencias casi
clanch"nina.... las re:r.olvcio~ recetdes en los juicios por terrorismo y uaici6n iS liS patria resunen poco menos que
inaccesibles. Rastrear expedlentes 8 identiticar criterios jurisprudencial~ es hasta hoy considerado por muchos
como 1dI atentado contra la 6eguridad del estado y de la sociedad.". Véase Anexo 4 del presente escrito.

H Véasa 31'19"0 30 do la demanda de la CIO!;, Sentencia del Tribunal Constitucional del Perú de 3 de
ensre de 2003. pám;. 59. 62. 63, 65, 72 primer párrllfo. 75, 76.
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necesidad de precisar el alcance de la expresión "actos" que debe sor entarnfida
como hechos iIIcitos. para precisar una más exacta delimitaciOn conceptual. Dentro
de los m~rgenes de indeterminación razonable que contiene esta norma, la aplicación
de este dispositivo debe orientarse en cl sentido indicado en las pautas interpretativas
de esta sentencia. por lo que las interpretaciones que inobserven estas pautas
vulneran el principio de legalidad (Iex sutcun,

78. En consecuencia. el antcuro 2° de Decreto Ley 25475 subsiste con su mismo
texto, el mismo Que deberé ser interpretado de acuarelo con los párrafos anteriores de
esta sentencia: -El que provoca, crea o mantiene un estado de zozobra, alarma o
temor en la pob/~ci6n O en un sector de etls, realiza ectos contra lB vida, el cuerpo, la
salud, Id libenBd y seguridad personetes o contra el patrimonio, contre la seguridad de
los eaitictos públicos, vies o medios de comunicación o de transporte de cualquier
tndote, torres de energla o trensmisián, tnstetsctones motrices o cualquier otro bien o
servicio, empleando armamentos, materias o artefactos explosivos o cualQuier otro
medio c;¡paz de ceuser estragos o grave perturbación de la tromqll17idad pública o
erector las relaciones internacionales o 16 segurid8d de /a sociedad y del Estado, sere
reprimido con pena privativa de fíbertad no menor de veinte anos. "

78bis.Finalmente, el Tribunal Constitucional debe señaJar que el delito previsto en el
articulo 2° del Decreto Ley N°. 25475. e}l;ige necesariamente la concurrencia de los
tres elementos o modalidades del tipo penal, además de la intencionalidad del agente.
En efecto, como antes se ha descrito, el artícutc 2 en referencia establece un tipo
penal que incorpora tres elementos objetivos. los cuales deben concurrir
necesariamente para la configuración del delito de terrorismo. La falta de uno de ellos,
hace imposible la tipificaciOn39

.

47. Con esta decisión, se creó un tipo judicial que no determina
conductas o actos de los presuntos infractores, que exige al intérprete averiguar por
el actor, establecer su condición de enemigo de la sociedad, con lo que se pasa del
establecimiento de la responsabilidad subjetiva a la objetiva, se reeditan los
principios de la escuela peligrocista. se va de los tipos penales legales a los tipos
penales judiciales, y de los tipos de acto a los tipos de actor, se legitima la tipicidad
de libre factura judicial¿o y se echa por tierra el principio universal del derecho
nu/lum crimen nulla pena sine lege. La definición de terrorismo del artículo 2 del
Decreto Ley 25475, conforme a la interpretación realizada por el Tribunal
Constitucional peruano en su sentencia de 3 de enero de 2003, puede dar lugar a
situaciones arbitrarias como las descritas ya que deja a cargo del juez la
determinación del alcance de la conducta del actor y de su intencionalidad.

:ri lb., parrs. 77, 78 y 78 bñ;.

<o -IEl jve,,) ha de ser interpnlte y no eraanor del derecho. (... ) Esta es la auténtica funciOn en la época
actual, aunque en la pasada los jueces creaban también normas productoras de derecho. La formación de normas
jurídicas Done fin a la impropia mi5i6n creadora de 103 jueces, pero la numlltOSa y contr.dictoria V~ed8d de 13S

leyes hizo que los magistradOt: tuvier.m .., más plena liberted para elegir unas y otras. Los iueces poseyeron ad
carácter de árbitros. aunque en menor medida de lo que so ha dicho, hasta las postrimerias del siglo XVIII. La
reacción fue extremada, y a eOa debe el afán, del QU8 Beecana se hace eco, de ecebar con la interpretación judicial.
L.' Seg(m nuestro criterio. el derecho libre e6 inaCllptable. Mientras la pena mal impere y no se negue al derecho
protector de los erimin;ll&s de qu.. Dorado l>llbIÓ. le función del juez es sólo interpretativa y aeeldora de nuevas
posibilidades de subsunclén, puesto que, el mismo tiempo QUB aplica la ley al delincuente, salvaguarda le libartad
hum;)n;). - Arboled;) Vallejo Milrio y Rulz Salazar José Armando. Manual de Derecho Pen<ll. Parte General y 8;pecial.
Cuarta ~ici6n. Editorial Leyee, DágiNl 64.
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48. Esta situación ha llevado a que en el caso de Maria Teresa De La Cruz
Flores, durante el proceso ante los tribunales peruanos Y en este proceso ante la
Honorable Corte. los tribunales y el Ilustre Estado, confundan constantemente las
conductas de colaboración con pertenencia a la organización. En efecto, en el
primer proceso, la denuncia ampliatoria es formulada por el delito de terrorismo.
actos de colaboración". y en la sentencia de primera instancia Que es la única que
estudia la situación de la víctirna, se le condena por delito de terrorismo sin
determinar en forma precisa la modalidad de colaboración". El mismo Estado en su
contestación a la demanda hace énfasis que María Teresa no fue condenada por
actos de colaboración sino por pertenecer a la organización y que por tal delito se le
ha abierto nuevo proceso'". En igual forma cuando el Estado observa las pruebas de
la Comisión y la representante de la víctima, especialmente los affidávits de la Ora
De la Cruz y de Abdón Salazar evidencia tal confusión". En la audiencia ante la
Honorable Corte el Estado siguió refiriéndose indistintamente a colaboración y
pertenencia, afirmando como explicación que durante la instrucción en el proceso
penal peruano, sí es posible mencionar delitos alternativos, pero que ellos se define
posteriormente:

El asunto de la relación entre los delitos de participación y colaboración en los
primeros autos del proceso y no en los finales. va a ser explicado en detalle en el
alegato escrito. Debemos decir que es obvio que una condena al mismo tiempo por
pertenencia y colaboración importaría una violación al non bis in indem material; eso
no puede pasar en el Perú. Pero son distintas las reglas que se aplican para la
concurrencia de delitos alternativos en los primeros actos de instrucción (... ) Un
tribunal no puede condenar a una persona al mismo tiempo por pertenencia y
colaboración, como lo ha explicado claramente el testigo (perito) Rivera; un fiscal
tampoco puede llevar a juicio con una acusación previa --- a una persona al mismo
tiempo por pertenencia y colaboración. Pero IIIS práctices procesales permiten que en
los primeros actos instructorios se postule (. . .1 delitos alternativos para Que sean
descartados en la secuela del proceso.4

1;

49. Esta justificaci6n expuesta por los señores representantes del Estado,
no solo no tiene base legal o doctrinaria alguna, sino como lo indican, hace parte de
"tes prácticas procesales" de los tribunales domésticos, que son violatorias de los
derechos de los implicados dentro del mismo proceso. En efecto, el artículo 135 del
Código Procesal Penal Peruano, exige para dictar mandato de detención "1. Que

4' Vl\ase /\nexo 15 de la demanda de la CIOH.

4' V~aS8 Anexo 24 de la demanda de la CIOH.

'-J Contestación de la damanda del E$tado peruano, págs. 9 y 51.

't4 Observaciones del Estado a las declaraciones y peritazgos rendidos ame fedatario POf' ~ria Teresa De
la Cruz. Abdón SaJazar. Mario Pablo Rodrfgue¡ y José Oaniel ROdrlguez, remitidos por la Honorable Cone con nota
de 23 de junio de 2004, SelCta observación litera' f. a la declaración de María Teresa De In Cnlz Flores y
Ob5ervac:iones a le declerec:ión testimoníal del señor Abdón 5&la!ar Morén 1 a.

•• Audiencid de fondo y reparaciones en el presente caro, 2 da juUo de 2004. minuto 2.20 001 uack
número 2 (uascripción nuestro).
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existleln suficientes elementos probatorios de la comisión de un delito que vincule
al imputado como autor O perticipe del mismo. Ir

50. El requisito de la norma es elevado para afectar provisionalmente la
libertad personal del implicado en cuanto a la tipicidad del hecho. y así debe ser. Lo
anterior no significa entonces, Que el funcionario judicial upar práctica procesar
formule al sindicado un abanico de normas similares o Que castiguen diferentes
modalidades de vulneración al bien jurídico protegido por el legislador, para limitarle
provisionalmente su derecho a la libertad, mientras en la instrucción o en la etapa
del juicio, se aclara cuál será la imputación jurídica definitiva en la sentencia, si es
que existe, bajo el argumento de que se postula "delitos alternativos" en la
instrucción Que se descartan en el proceso. Tal práctica desconoce además el
derecho a un juicio justo de Que trata el artículo 8.2 de la Convención Americana,
como quiera que se pretermite el principio del derecho penal indubio pro reo, para
proteger la libertad del sindicado y puede llegar a poner en peligro aún la garantfa
del nom bis ídem, al forzar una doble imputación fáctica durante la instrucción por
un falso concurso de delitos48

•

51. Tal indefinición entonces. no puede continuar a lo largo del proceso e
inclusive hasta la sentencia, como ocurrió en el presente caso. La sentencia que
condenó a Marfa Teresa De la Cruz Flores se refería tanto a las conductas de
pertenencia como a las de colaboración con el terrorismo.

52. En el nuevo proceso a la Dra. De La Cruz Flores luego de la anulación
de la sentencia en junio de 2003. se conserva el auto de apertura de instrucción

.~ ·Contra este principio se puade atentar ·porQue dentro de un mismo proceso sa descomponga la
condur.t.. punible en sus diferentes elcmgnt08 típicos. en orden a hacer mAs gravosa la ~tuación e1el reo. juzgándolo
"varias veces" por el mismo hacho; como porque se pretenda Ser adel¡mt"do dos procesos, en contra de una misma
persona, en relaci6n con una misma conduCtA. para juzgarlo a3f varias veces por el mismo hecho. Como lo
manifiesta Fem;\ndez carrasquill3, ona m¡¡nHestación evideme de 13 iusticia material es la exigancia de la unidad de
imputación delictiva V de la sanción panal. Una aplicación estricta y a la vez racional de los tipos exige qulO los
hechos del supuesto se realicen on su totalidad y que cada hoeho total no dé lugar BÚlQ a una imputaci6n únice en
el proceso penal; un solo ~amientoy una sole sentencia por un solo delito. naturalmente con la consecuencia de
una sola pena ('a misma del tipo) para él. Un hecho no pUBde. pues. fraccionarse para convertirlo en varios delitos.
sea que estos se juzguen en un mismo proceso (falso~o de delitos) o en varios. El principio de la unidad
orocaaal es iUluJ una garantia legal de la mayor importancia. pues con él se impide la multiplicidad de iU<!J8micntos
y por tanto de penas por el mismo hocho. (... ) P;,r¡o evitl'f. entonces, que un mismo hecho se sancione panaJmente
más de l)l><I vez, aunque sea con denominaciones distintlls, existe el postulado del Nom bis taem, (no dos veces por
lo mismo) que 58 dariva sin cbsramnos Ce! principio de legalidad, V segOn el cual, para cada delito unitario existe
una pena Icglll unitaria. de suerte que no se puede multiplicar la imputación para dar lugllr con su ejecución a varios
delitos v varias penas. De otra parte, los Iactores Q\Je sean valorados como elamantos integrantes de la f"rgut:l rogal
no puede al m~o tiempo aprneiat'&e COmo circurl5tBncies agrovanle ... del delito o de la punibilided. no a la inve.:xl.
los que se tuln considerado como componentes del tipo astímarsa a la vez como atenuantes. El mismo ingrediente
no puede ~nfigurar el injusto tfoico y en simultaneidad agravarlo. etenuarío o exduitlo, ni siquiera si una vez se lo
toma COII~ integrante del tipo y otras como circunstancias de la culpabilidad, I;! resporn;abilidad o la ounibilidad.
Aun ccando 01 Nom bis idem, como nOTm¡¡ de ~tIB. ectüe sobro todo para proteger al reo de llne doble o
múltipte inaulIÍT1ación total o parciaJ, funciona del mismo modo con respecto a lo que pudief(l favorecerlo. pues las
atenusntes y eximentes también están .eguladas por la ley de un modo directo. privativo V generalmenta taxativo.
por imoerio de la seguridad jurídica v efecto de la división de poder'.!s (Que impide al juez convertirse lOn legislador
penal). En ese orden de ideas, cabe reselter qee lo Icorí¡¡ del ·con<;Vr:so eperente de tipos O leyes panales, tiene por
objeto. precisamente garamiil:lIr el cumplimiento de la aplic;¡ciOn unitaria de los tipos penales. ArtJoleda Vallejo
Mario y Ruiz Salazar José Armando, M~ de Derecho Penal. Pane General y Espacial. Cuarta Eóición. Editoñal
Leyer. p;\gina 57.
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originario del proceso anulado que fuese dictado en 1995':7. Es importante notar Que
conforme al artículo 13 al del Decreto Ley 25475. el juez junto con dictar auto
apertorio de instrucción debía dictar obligatoriamente mandato de detención. por lo
que a pesar de las reformas legislativas llevadas a cabo por el Perú. en este tipo de
procesos subsisten tanto los autos apertorlos de instrucción como los mandatos de
detención obligatorios dictados en la época.

53. El 29 de septiembre de 2003 se formuló acusación en contra de Marra
Teresa De La Cruz Flores por el delito de terrorismo en la modalidad de actos de
colaboración'", La resolución de 9 de junio de 2004 amplía el auto de apertura de
instrucción de 16 de septiembre de 1995. para aclarar los delitos Que se imputan de
acuerdo a los años en que presuntamente se hubiesen cornetído'". En consecuencia,
señala dicha resolución que por los hechos imputados a Marra Teresa De La Cruz
entre los años de 1989 hasta abril de 1991. se aplica el delito de terrorismo del
artículo 288 del Código Penalso . Por los hechos cometidos luego del 3 de abril de
1991 hasta el 5 de mayo de 1992. deberá responder por el delito de actos de
colaboración descrito en el artícuio 321 del Código Penal vigente para esa época".

<7 Anexo 16 de la demanda de la CIOH.

-. Véase acusación li3Ca1 de 29 de septiembre de 2003. remitida a la Honorable Corte por I;t

rePTesentante de la vrctima mediante comenicacién de 18 dB noviembre de 2003. tr..nsmitida a la ComisiÓn por
nota CDH-12.1 38/058. pág. numerada 31 en la parte &uperior y 6505 en el margen ""perior derecho. CJSI como
p<'Jg . nerncrada 45 en 'a parta superior y 6519 en el margen superior derecho.

<9 vease anexo 2. Resolución de 9 de junio de 2004. exp. 531-03·RMC.

u Véa3e ley 246::i¡ (publicada el 20 de marzo de 1967. que modificó el Código Penal de 19241: ~Artlculo

268 0 A. 8 que. con propósito de provocar o mantener un estado de zozobra. alarma o terror en la población o un
sector de ella. cometieren actos que pudieren crear peligro para la vida. la salud o el patrimonio de las petSonitS o
encaminados a la destrucción o deterioro de edificios públicos o privados. vlas y medios de comunicación o
tlanspone o de conducciñn de fluid05 o ruerzes rnotriccs u otras iln.ilogLlS. valiéndosc d>< medíos cap<lces de
provocar grandes estragcs o de ocasionar grave panurbaclón de la tranquilidad pública o de afectar las relaciones
internacionales o la seguridad del Estado. será reprimido con penitenciarfa no menos de quince ai\os o
internamiento.-:DAnfculo 288 0 E. Ser~ reprimido con penitenciarfa no menor de quince anos ni mayor de veinte el
qUQ dll m:lncra vo1unUlria Obtangil. racabe o hcilite cualquier acto de colaboraci6n qua favorezca la comisión de
delitos comprsndidoa en este título o lo reolizaci6n de los fines de un grupo terrorista. Son actos de colaboración 105

siguieme:;: al tntormacíon sobre persones y patrimonios. instalaciones. adificios públicos y privados. centros
urbanos y cualquiera otros que sean significativos para las actividades del grupo terrorista; b] Construcción. cesión
o utilización de cualquier ti¡w de aloiamiento y otro elemento susceptible de ser destinado a ocultación de persona".
dBpó..no" de i1rrt\a4 O explosivos. VÍVeres. dinero u otras pertenencias relacionadas con los grupos tBrro~as o con
S~ vrctimllS; cl Ocuftación o traslade de personas integradas en los grupos o "irn:uladas con sus actividades
delictivas y la prestación de CU3lquicr tipo d~ ayud'J que favorezca la fuga dI! aquellas: dI OrganizaciOn de cursos o
campos de entrenamiento de grupos terroristas; el Cualquier forma voluntaria de cooperación económica o de
:lyuda o dc mediación hecha con la finalidad de financiar grupos o actividades terroristas. Cuando los hechos
rGlilcionados: on los: pVr.ifos anteriores sean susceptibles de incriminación con arreglo a otro u otros preceptos. se
aplicarA el que senata pena de moyor gravedad.-

". Véesc C6digo Penal Psruano de lS91 IOe<;teto Legislativo No. 635 pUblicado B de abril dc 19911:
•Artículo 319. El que provoca. crea. o mantiene U1l estallo de zozobra. alarma o terror en la población o en un
sector de ella. realizando actos contra la vida. el cuerpo. la seiud, la libanad. la seguridad personal o la integridad
físlca de las parsorias, O contra el patrimonio de éstas. contra la seguridad de los edificios púlJlico.s. vías o medios
de comunicación o de trsnspol'tG de eualquiar indol... torres de enargi<J o transmisión. instalaciones motrices o
cuLllquicr otro bien o Servicio. empleando poro toles efectos métodos violentos. errnemenros, materias o artefactos
explosivos o cualquier otro medio capaz ce causar estr8{)OS o grave oerturnacron de la tr~uilidall pública o afectar
1;)$ relaciones internacionales o 101 sl!guridad social o estatal. será reprimido con pena privativa de la libertad no
menor de diez años. D; "Articulo 321. Será reprimido con pena privativa de libertad no menor de diez años. el qUB de
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y por los hechos posteriores al 5 de mayo de 1992, deberá responder por el delito
de colaboración con terrorismo del artículo 4 del Decreto Ley 2547552

, Que es la
legislación que el Estado peruano persiste en aplicar a María Teresa De La Cruz no
obstante los pronunciamientos de la Honorable Corte.

54. Aún más, en esta última resolución en el nuevo proceso en Que el
Estado anuncia brindarle todas las garantías a la Dra. De la Cruz Flores, se toma los
presuntos hechos de que se le acusan, se los coloca en perspectiva histórica de
cuatro años, sin precisar las circunstancias temporales del delito Que son
indispensables, creándose un concurso material de hechos para Que sea juzgada por
tres legislaciones diferentes, Que si bien es cierto poseen la misma descripción
normativa, el delito de terrorismo y actos de colaboración, la consecuencia jurídica.
que es la pena, es diferente en cada perfodo'" y podría vulnerar además, el principio
de no retroactividad de la ley penal'".

55. Estos hechos violan el artículo 9 de la Convención no sólo por lo
decidido en el tema por esta Corte en la sentencias de 105 casos Castillo Petruzzi y
Cantoral Benavides, sino porque desconocen el principio de la irretroactividad de la
ley penal Que protege el artículo 9 de la Convención con graves consecuencias para
el derecho a la libertad de la Ora De La Cruz Flores. lo anterior es el efecto de Que
el Estado peruano, hizo caso omiso a la obligación internacional que impuso esta

• •

m¡¡ner¡¡ voh,Ultari¡¡ obtiene, recaba o facilita walquier aeta de colaboración que favorezca III comisión de d8lí!os
comprendidos en este Ülpitulo o realizaciOn de los fines de un grupo terrorista. Son actos de colaboraci6n: 1. La
información sobre personas y patrimonios. instalaciones. edificios públicos y privados, centros urbanos y cualquiera
otra que \9t1g8 significación par¡¡ las actividades del grupo terrorista. 2. La construcción. cesión o utilizaci6n de
cualquier tipo de ¡¡)ojllmiento o de otros clementos susceptibfes de ser ~estilla(los él ocuner personas o servir de
oecosno para armas o explosivos, víveres. dinero u otras pertenencias relacionadas con los grupos terroristas o con
sus vletimas. 3 . La ocuttaci6n o traslado de pe~n<>s int81Jradas a Jos grupos o vincclsdas con lru5 actividades
dcficteoses, así COmo liJ prestación de cvelquier tipo de lIyudll que tavorezca 11I fUlla de aquellas. 4. La or~nización

de CUTt;OS, o centros de instrucciÓn de grupos terroristas. 5. la fill.Jric~ción. adquisición. sustracción,
almacenamiento o suministro de armas, municiones. sUStancias u obj..ros El'rplo.qivos. infl¿llnables. aSfUÜ:ln11l5 o
t6xicos. 6. CUéllQuier terma de acción eccnérrdea, ayudil o medieción heche con le finalidlld de financiar grupos o
acnvtceoes terrortstas."

~. Véase artículo 4 del Decreto Ley 25475. transcrito supra.

~~ Informe da la Comisi6n de la Verdad. Tomo VI. Sección IV. 1.6.1 Anál~~ de la legislación entiterrorista
y lo e..p...:;ieron lo~ 013. José Rodrigo Rob(nso¡; y Mario Pabln Aodrfgua'.: en sus peritajes, caprtoto antecedentes
pJgina 2 a 3 y páginas 8 a 11. respectivamente.

~~ Véase en este sentido una decisión del Comité de Derechos HUJTlanos Que declara U1'I~ violaci6n al
principio de legalidad por la aplicaci6n a liS vlctimo de le ley 24651 que modificó los Ifmites mínimos da tas Pan<lS
por el delito de terrorismo en el Perú. '·7.4 fn lo que respecta a las alegaciones da la autora de Que hubo una
violación de los principios de no retrwetividad e igualdad ante la ley. al aplicar el Estado Parte la ley No. 24651 de
6 de marzo de 1987. posterior a los hechos incriminado~. el Comitli tom.. nota de qua el Estado Parte reconoce que
esto en realidad ocurri6. Si bien es cierto que, como lo dice el mismo ~ado Perte , los ectos de terrorismo, en el
momento en que sucedieron los necnos. ya esteban definidos como delictivos en el Decreto legislativo No. 46 de
marzo da 1981, no es menos CiMO que 1" Ley 24651 de 1967 modifica las penas. imponiendo IimitllS mínimos
superiores. es decir. agravando la situación de 10$ condenados. Aunque el Sr. G6mez Ca"alranca fue sentenciado II

la pena mínima de 25 año,;. conlorme a le nveve ley, esta pena fue mayor al doble de la pana minim(l señalada en la
ley eruaríor, y la Corte 00 proporcionó expücactcn alguna sobre cual habrfa sido la sentencia si se hubiese aplicado
la ley anterior. Por esta razón, el Comité conclW9 Que hubo violación del articulo 15 de Pacto. -) Comité de
Oerechos Hum3OQS. Gómez C8S8franca v. Perú. Comunicaci6n 98112001, Decisión de 19 de septiembre de 200:1.
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Corte en dichas sentencias. en cuanto a modificar la legislación antiterrorista para
hacerla compatible con la Convención Americana.

56. En el escrito de solicitudes, argumentos y pruebas de la representante
de la víctima, ésta alegó que se había penalizado el acto médico55

• Tal aseveración
fluye sin mayor esfuerzo de la fundamentación de le sentencia de la Corte Superior
de Lima de 21 de noviembre de 199656, y se mantiene en el nuevo juicio como
base fáctica de la Acusación contra la Dra. De la Cruz Flores'".

57. Como afirmara el perito Carlos Rivera en la audiencia publica ante una
pregunta del Tribunal:

Pregunta: ¿Conforme a la legislación peruana ylo a la interpretación jurisprudencial de
esa legislación. es punible la prestación de un servicio médico a un presunto
terrorista. o a una persona que ha sido encausada por terrorismo o a una persona que
ha sido condenada por terrorismol
Respuesta: "En los hechos eso ha ocurrido en múltiples oportunidades. (... ) Visto a la
luz de la legislación (.. .1 aht habrla un problema de tipificación. porque en estricto se
está considerando como un supuesto acto de colaboración un hecho Que no está
tipificado en la ley como acto de colaboreclén. El artIculo 4 l... ) establece verbos muy
precisos l ...) y al tinal menciona una suerte de tipo abierto. cualquier otra forma de
colaboración económica (...). No logro yo encontrar una tipificación del acto médico
como acto de colaboración. -sa

58. Para la Comisión. la docta exposición en la audiencia del Señor Perito
Manuel González Pérez, ilustra sobre la prohibición de la criminalización del ejercicio
de una actividad profesional lícita como la medicina. conforme a las normas del
Derecho Internacional Humanitario. En este sentido, el señor perito afirmó que

-El deber incondicional de prestación de asistencia médica a quienes la necesitan en
el contexto de una situación de violencia armada y como consecuencia de ella, se
basa en el principio general Que obliga a recoger V cuidar a los heridos V enfermos
[artrcute :3 común a los Cuatro Convenios de Ginebra. artículo 10 del protocolo
adiciona! l. artículo 7 del Protocolo adicional 1J.1 Lo que conlleva que nadie puede ser
castiqado por el hecho de haber prestado esa asistencia (artículo 18 del I Convenio)
o. en general, por el hecho de llabet ejercido una actividad médica conforme con la
deontologla. cualesquiera que hubieran sido las circunstancias o los beneficiarios de
dicha actividad (apartado 1 del articulo 10 del Protocolo adicional IJ (relativo a la
protección de las vlctimas de 105 conflictos armados sin carácter internacionalLla~9

~.J¡ Véase escrito de solicitudes. argumentos y pruebas de la nlPfCS'lntante de la víctima. párr-s. 108 Y ss.•
pago 27 y ss.

ss Anexo 24 de la demanda de la CIDH. p6g. 14 Y 15.

;7 Anexo 5. página 3. del escrito de sorlCitud~. argumentos y pruebas de 1<1 representante de la víctima

5. Audiencia de fondo y reparaciones en el prcserua caso. 2 de julio de 2004. minuto 2.07 del track
número 1 (trascripción nuestre).

!>!l Manual Fére~ Gonzáíez. B Acto Médico <1 la luz del Dsracho lnternacional Humanitario: Una Valoración
Jurfdica. texto entregado en la audiencia pública do 2 de julio da 2004. pág. 28.
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59. Como afirmara el señor perito en el contexto del caso de la Dra. De La
Cruz, "el médico Que cumple con una obligación propia de su profesión no
'colabora' con el terrorismo y no realiza ningún acto delictivo. u60 Este cumplimiento
de un deber, se vincula a las causas de justificación establecidas en las legislaciones
penales y Que "tiene un dilatado campo de aplicación en el delito de colaboración
con banda armada u organización terronste"'". En este sentido afirmaba
categóricamente el señor perito Que "no actúa antijurfdicamente Quien obra en
cumplimiento de un deber: en el caso del médico, el deber de prestar asistencia
sanitaria a Quien precise de ella. "62

60. Concluía el señor perito refiriéndose al principio de legalidad y su
relación con la criminalización del acto médico:

·Ciñéndonos al caso aquí considerado, debemos señalar que la tipificación del delito
de terrorismo, incluida la modalidad de actos de colaboración, no puede realizarse de
manera abstracta e indefinida. utilizando tipos penales abiertos sobre cuya base
puede ser penaliaedc el ecto médico en cualquiera de sus aspectos -entre ellos. el de
la confidencialidad V el consiguiente derecho de no delaci6n~·. sino. antes bien.
ajustándose al criterio de taxatividad que es inherente al principio de legalidad.·~

61. En este sentido, la Comisión considera Que la falta de precisión en la
definición del delito de actos de colaboración con el terrorismo del artículo 4 del
Decreto Ley 25475, permitió la condena de la víctima del presente caso por
conductas que, aún si hubiese sido realizados -Io Que ha sido negado por la Dra. De
La Cruz y hasta ahora el Estado no ha probado-, obedecían a un imperativo de su
profesión. En virtud de ese mismo artfculo, la Dra. De La Cruz se encuentra sujeta a
un proceso penal que hasta hace poco tuvo como consecuencia su privación de
libertad, y que hoy en dia significa Que goza de una libertad restringida.

62. Por lo tanto, la CIDH, solicita respetuosamente a la Honorable Corte.
se sirva confirmar su jurisprudencia respecto a la incompatibilidad de la legislación
antiterrorista del Estado peruano, Decreto 25475, con el principio de legalidad
protegido por el artfculo 9 de la Convención Americana.

63. Antes de concluir cabe mencionar Que en la audiencia pública del
presente caso, el Ilustre Estado peruano señaló Que al analizar el principio de

E<: Id., pág. 17 .

11. Id.• p.1g. 26.

•• •... lbidem.

(;1 Véase yn este sentido lo lo'''P~ por el !Jeñor perito en las pAgs. 19-25.

6C ld., pág. 30.
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legalidad es importante tener en cuenta el Convenio Internacional para la Represión
de los Atentados Terroristas Cometidos con Bombas de Naciones Unidas65

•

64. Es importante señalar que la definición de terrorismo y colaboración
con el terrorismo de la legislación peruana proviene de los años 1981 V 1987,
mientras que la definición de atentado terroristas con bombas fue adoptada en el
ámbito internacional en 1997. Esta prevención es necesaria pues si bien Perú es
parte del Convenio sobre Atentados Terroristas con Bombas desde el año 2001, no
adoptó el Decreto Ley 25475 -que data de 1992- en desarrollo o aplicación de las
normas de dicha Convención. Dicho tratado no fue aplicado en el presente caso, y
no se ha solicitado a la Honorable Corte que se pronuncie a su respecto, por lo Que
carece de relevancia para el caso de autos.

65. Sin perjuicio de lo anterior, cabe destacar que existen diferencias
sustanciales entre las normas establecidas en el Decreto Ley 2~475 y el Convenio
sobre Atentados Terroristas con Bombas. En efecto, el artículo 2 del Convenio
Internacional para la Represión de los Atentados Terroristas Cometidos con
Bornbas'" no pretender dar una noción general de terrorismo como lo hace el
Decreto Ley peruano, sino que se limita a definir los atentados con bombas
In artefacto explosivo u otro artefacto mortífero" )67. Además, la definición del
artículo 2.1 contiene una mención expresa al elemento subjetivo de la
intencionalidad en la comisión del i1rcito o dolo especifico que debe tener el actor en
su ccnducta'": mención no contenida en el artículo 2 del Decreto Ley 25475, según
ha sido reconocido por el propio Tribunal Constitucional peruano'".

ss CQnvenio Internadonlll plIrlll la Represión de loa Atentados Terroristas CQlIIetidos con Bombas de
NClciones UnidCls, adoptado por Rerolución de la Asamblea General de Naciones Unidas A/RES/5V164 de 15 de
diciembre de 1997, que EUltró en vigor el ~3 de mayO de 2001. Disponible en
hnp:llwww.cil).u.org.mxlmulti/ter/doeumentos.html. lüttima visita: 29 da iulio de 2004}. lEn adelante "Convenio
robre Atentados Terroristas con Bombas").

,,' •Anlculo 2. 1. Cornete delito en el sentido del presente COnvenio quien nrcna e inteocionad<1msnle
llntreg3. coloca. arroja o detona U11 artefacto explosivo u otro artetacto mortrtero en o contra U11 lugar de USO
público, UtlQ instalación pÚblica o gubernamental, una red de transporta público o una instalaclén de infrilestructura:
a) Con el propósito de causar la muerte o graves lesiones corporales; o bl Con el propósito de causar una
destrucción significativa de ese lugar, instalación o red Que produzca o pueda producir un gran petjuicio económico.
2. También constituirá delito la tentativa de cometer cuafqwera de los delitos enunciados en el párrafo 1 del
presente articulo. 3. También comete delito quiMo al Participe como cómplice en la comisión de un delito enunciado
en los párrafos 1 Ó 2 del prossnte att(culo; o b] Oryanice o diriia (1 otros iI 10$ afectos de la comisión del delito
enU11ciedo en 103 párrafos 1 ó 2 <!el pt8Sente articulo; o el Contribuye de olg"n otro modo a la comisión de uno o
mM de 10:1 delitos enunciedos en lo! pArrillas 1 ó 2 del presento 3rtlCUlo por un grupo de personas que actúa con
un propósito común; la contribución daber3 ser intencional y hacerse con el propósito ele colaborar con los finas o la
actividad delictiva general del grupo o con conocimiento de la tntenctón del grupo de cometer el delitu o los derJto:i
de qua se trata."

.J Véase en este sentido Samual M. Witten. Current Devetopments: Tbe tntemetionet conveoüoo Io« thg
Supresión 01 TluTOTÍsr Bombings. 92 American Joumal of International Law 774, Octubre 1998 (el autor participó
en I<Js negociaciones de la CQnvención como miembro de la delegaci6n de los Estados Unido:> de América Que
promovieri' la 3dopción de este tratado).

C~ Al hacer reterencia al propósito de "causar la muerte o graves lesiones corporales" v el Dpmpósito de
causar una destrucción significativa de ese lugar. instalación o red que produzca o pUeda producir un gran perjuicin
econérnico". en sus literales al y bl del p~trafo 1. Además, a difp.rencia de la disposiciones del artículo 2 del
Decreto lP.v 25475, los términos utilizados 9JI 13 delinici6n del delito de atentado terrori':Jte cometido con bombu
del arttcuío 2.1 del Convenio Internacional sobrv Atgntadoc T11 rTOmtae COn Bombas;. ce llru:uellu;an definidos en su
art(culo 1 uno por uno.
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66. Asimismo, en cuanto a la disposición contenida en el artículo 2.3.c),
es importante señalar Que no corresponde al delito de colaboración del articulo 4 del
Decreto ley 2547570

• La disposición contenida en el artículo 2.3.c) del Convenio
sobre Atentados Terroristas con Bombas obedece a la noción de u conspiracy" de los
sistemas de tradición anglosajona o common law7 1

, y requiere, tal como se señala
en el texto de la Convención, el acuerdo previo entre las partes para cometer el
ilfcito penal, o en los términos del tratado "un grupo de personas Que actúe con un
propósito común"?". Por las razones antes explicadas, este Convenio no tiene
ninguna relevancia ni aplicación en el presente caso.

111, Violación del artículo 8 (Garantías Judiciales)

67. El ejercicio de la acción punitiva por parte del Estado, debe estar
enmarcado dentro de los parámetros legales que permitan adelantar los
procedimientos sin afectar la libertad de personas que sean ajenas a los hechos y a
la vez, cuando sean identificados los presuntos responsables, se les brinde durante

ss Esta omi9i6n la reeeneee el propio Tribvnlll ConstÍlucionlll peru<sno en su semencia de 3 de enero de
2003, anexo 30 de la oemanóa, parro 63.

" Alegatos linales escritos del lIU5tre Estado peru,mo en el C¡¡SO lori Berenson, 7 de junio de 2004, pág.
51.

,. Esa definición fue tomada del Tratado da Extr.ufición de ,;) UniÓn EuroPQa y ha sino reproducida. entre
otras. en el Estatuto del Tribuna' Penal Imernacional para Ruanda y en el EGtatuto de Roma de Iq COrte Penal
Internacional. Véase en e sre sentido M¡¡huoush H. Arsanj¡¡ni, Oevefopmenrs In /nrerni/lrional Crimini/ll Low: Tñe
Rome stetote 01 rile tmemetionst Criminal coun, 93 American Joumal ot International Law 22, págs. 36·37. la
noción QUC se eqeipara a la de "conspiracv" en los países de tradici6n continental o civil law es la "¡r.¡odacióo" o
acomplota . La ~asociaci6n' de la rtadición continental rsquiara. da modo similar a lo requerido por el cnnCAl"tO de
aconspir¡¡cv". un "..~rdo p ara eetuar", un "concierto de voh,Uttades· y el -objetivo ~m(Jn de cometer la infracción
o delito princ;pal-. IMusema, Case No. ICTR·96-13·T. supra note, párr. 189). Ninguno de estos etemcntos se
encuentra recogif1o en la óefiniciOn óel anlcUlo 4 del Decreto llly 25475, a diferencia del anículo 2.3.cl del
Convenio sobre Atentados Terroristas Con Bombas que si se refiere expresamente a la necesidao de uo acuerdo y

• • •pmposno comun.

n Véase por ejemplo. la defirbciÓn de Blaele's law Dicrionary. 6ta Ed .• 1990. pág. 309·310. aCon."I)iracv.
A combination or confedaracv between tvvo or more pe~on:¡ fonned lor the purpose o/ committin9 by their joint
e Hons, 601119 unJawful Or Climinal acr, cr soma act which is Iawful in it3P,lf. bu¡ becomeR unl(lwfu:l when done by
tne con~rt!!d action 01 the ~~irlJtor" or tor the purpose et using criminal or unl¡¡vrlul mean, to the commission
of an act not io itsel' unlawfuJ." Véase también el Código Penal Modelo en la sección 5.03, citada ;bídem.
-Definition of Conspiracy. A person is gllilry of conspiraey with anOlMr PQrson or parsens ro commir 3 cnma ir with
lhe purJ)O:ie of promoting Or facititating its commis,ion he: 101 !9ree3 with svch other penson or peJ30N tnet they
oc one or mora of them wiU eng3ge in COndUCl mat constltutes secn crtrne or en ertempt or sotícltatíon to commit
suctl crime; or lb) ~rees to aid ,uth ethet persan or perseos in the p1anning or commission of such crima or oí an
attempt or solicitation to commit such crimQ.~ Id.• 5.03 O, (91 subr.ayado M null~trol. En ell o\mbito im"rnacio~l,

véasa Rich~rd P. Banel y Laura E. Unja, Lf!33ons 01 Yugos/ay Rape Triaú; A nolf! lar ~:spir.,cy L8"' in
IntemarionaJ Tribunals. 88 Minne!50ta law Review 20, Noviembre 2003, citan!lo Proseeutor v. ICmoie'ac, Case No.
IT·S7-25-T, para. 170. Proseeutor Y. Musema. Case No. ICTR-96-13-T. paras. 157. 191 IInn Crim. Trib. for
Rwtlnda Tria' Chamber 1 Ja.... 27, 20001. Case No. ICTR·96.13·A. (lnl'l Crim. Trib. for Rwanda Appc:lls Ch;)mbor
Nov. 16. 20011 ISpecifically, the tribunal coocJuded that -coospiracy tO commit genocide is to be definad as an
8greemeTll berween MO or more persone to commit tne crima 01 genocidc."' Id. al pera. 191. Unitea N3tions War
Crimes Commission, Historv of the Unitad NationS War COmes Commission and me Development of tha Laws o,
War 196 (1948). Quoled in Mus.cma. C:lSC No. ICTR-96-1~T, p;¡r;¡.188.
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la investigación y juzgamiento, las garantías consagradas en los instrumentos
internacionales que el Estado se ha obligado a respetar".

68. Estas garantías provienen de un conjunto de normas establecidas en
instrumentos regionales e internacionales de los derechos humanos, al igual Que de
los principios generales del derecho. Que buscan rodear al imputado de las
protecciones sustantivas y procesales en la determinación de las acusaciones
penales y abarcan ciertos principios del derecho penal como la presunción de la
inocencia. el principio de indubio pro reo. la preexistencia de la ley y de la pena al
acto Que se imputa. el no juzqamiento dos veces de un mismo hecho. el derecho a
ser escuchado con las debidas garantías dentro de un plazo razonable. por un
tribunal competente e imparcial. junto a un número no taxativo de garantías
procesales esenciales para un juicio justo?".

69. Como ha señalado esta Honorable Corte en el Caso Vil/agrán Morales
y otros, para verificar si un Estado ha violado o no sus obligaciones internacionales
por virtud de las actuaciones de sus órganos judiciales. la Corte Interamericana
puede llegar a examinar el respectivo proceso interno y determinar si la integralidad
de los procedimientos, así como la forma en que fue producida la prueba, fueron
justos y no contravienen los estándares de la Ccnvenciorr".

a. Violación del artículo 8( 1): Juez competente. independiente e
imparcial y 8 (5) proceso público

70. Sobre estas violaciones en particular, el Estado peruano con la
emisión del decreto 926 de 19 de febrero de 2003, reconoció que los procesos
investigados y juzgados por Tribunales sin Rostro y sin juicios públicos son
violatorios de la Convención. En tal sentido la CIDH tiene en cuenta tal
reconocimiento y los efectos jurídicos procesales en el nuevo juzgamiento a Que ha
sido sometida la doctora Marra Teresa De La Cruz Flores76 , pero solicita a la
Honorable Corte declare dicha violación de Que fue objeto la vtctírna y se le repare
en forma adecuada.

b. Violación del artfculo 8(2): Presunción de inocencia

71. El artículo 8(2) de la Convención dispone:

•

" CIOI-I. Informe sobre terrorismo y derechos humanos. 2002. pág. 15. párrs, 4 y 5.

,. ld., pág. 159. párr. 218. Véase también C10H. Informe Anwl 1999. Informe NO 49/00. Caso Carlos
Aonmfino Molero Coca Y otros. Perú, 13 de abríl de 2000, parro 55 8 56.

',s corte 1.0.1-1•• ceso VíYsgrSn Moralas y otros Iceso da los -Nitlos de la CaOe-J. Sentanci<t (le 19 de
noviembre de 1999. párrs. 222 v 224.

70 Infonne (J 37 Consejo Nacional de Derechos Humanos de 9 de mayo de 2003. Anexo 12 de la
demanda de 13 CIDH.
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2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia
mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso. toda
persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantrit5 mfnimas:
(...,

72. La presunción de inocencia. en el derecho penal determina que la
responsabilidad del imputado sea determinada tras la formulación de una acusación
en juicio previo V definida en una sentencia en firme en la Que se establezca Su
culpabilidad. El principio de presunción de inocencia está ligado al ejercicio y
efectividad de las garantfas judiciales, siendo así que una persona es inocente hasta
Que su culpabilidad sea demostrada".

73. Durante el transcurso del anterior procedimiento como en el actual
que se le sigue a María Teresa De La Cruz Flores, el Estado peruano ha desconocido
la presunción de inocencia a la vfctima. Los atestados policiales o informes de
Policra Que sirvieron de base para abrir ese proceso e imponer la detención
preventiva, concluyeron por inferencia de los funcionarios de Policía. más no por
prueba. que María Teresa De La Cruz Flores. era la "camarada Elianao. Dicha
conclusión se basó en la existencia de unos documentos donde se hacía referencia a
una médico pediatra. quien trabajaba en un Policltnlco del Seguro Social en el área
de pediatría sin ser especialista en la misma".

74. Posteriormente durante la audiencia ante el tribunal sin rostro de 30
de octubre de 1996, uno de los magistrado que la interrogó concluyó que ella
colaboraba con Sendero Luminoso con el nombre de "Enana" le preguntó en forma
determinante si estaba arrepentida de haber pertenecido a dicha orqanizaciórr".

75. Con la nueva legislación, el 20 de junio de 2003 se declaró la nulidad
de lo actuado en el proceso contra la Dra. De la cruz flores y la insubsistencia de la
acusación fiscal. En julio de 2003 el juez penal de terrorismo con fundamento en
los atestados de policia, emitió informe final dejando vigente la apertura de
instrucción y el mandato de detención contra Maria Teresa De La Cruz Flores, con
fundamento en las mismas inferencias que hicieron los funcionarios de policía en los
informes que originaron el primer proceso'".

c. Violación del artículo 8(2)(b): Comunicación previa y detallada al
inculpado de la acusación formulada

76. El primer juicio a que fue sometida la doctora De La Cruz Flores. se

n Corte l. D. ti., Caso susrez sosero, Sentencia 12 de noviembre do 1997, párrafo 77; CIDH. Informe
12/96. Caso 11.245. Jorge A. Giménez. Argentina.

7i> Anexo 16 de la demanda Os la CIDH V Anexo 1 del presente escrito: Arestedo Ampliatorio No. 106
Divicote IV-Dincote. ere 9 de octubre de 1995.

ro Anexo 22 de la demanda de la CIDH. página 2 "wilta V 3.

'!O Véase anexo 5 del Escrito de solicitudes. argumsntos y pruabas de la representante de la vícrima.
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origin6 por los Atestados de Policía, Informes escritos de la DINCOTE de septiembre
de 1995 y de octubre de 1995, elaborados meses antes de que fuera detenida
María Teresa De La Cruz (27 de marzo de 1996). En estos atestados ya se habfa
tipificado la conducta imputada como terrorismo y se había asignado la competencia
de un tribunal sin rostro del fuero civil para su procesamiento, lo cual contó con el
aval del 14avo Fiscal Provincial de Uma para formular la denuncia y su respectiva
ampliación. como era de común ocurrencia en estos casos'".

77. Mar(a Teresa De La Cruz Flores, no tuvo la oportunidad de conocer
con antelaci6n los cargos por los cuales se le vinculaba a la investigación penal. no
fue citada o solicitada su comparecencia no obstante tratarse de una persona con
domicilio y actividad pública conocida, ello le hubiera permitido apersonarse de los
mismos, participar en las investigaciones previas teniendo en cuenta además que se
le formularon cargos por la sola sindicación de una persona que se acogió a la
llamada ley de arrepentimiento. La comunicación oportuna y completa de los cargos
que se le hagan al sindicado constituye parte de las garantías judiciales del artrcuro
8 de la convención. así lo ha determinado esta honorable corte en la sentencia del
Caso Cestilto Petruzzi y otros":

78. Tal violación de Que ha sido vtctlrna la Dra. De La Cruz Flores.
continúa con la nueva legislación. En julio de 2003 el juez penal de terrorismo con
fundamento en los atestados de policía emitió informe final. primera actuación en el
nuevo juicio. sin considerar si quiera si cumpUan los requisitos para mantener
vigente la apertura de investigación y el mandato de detención en su contra'?.

Violación del artículo 812)(f): (Derecho a interrogar testigos)

79. El artículo 8(2Hf) de la Convención dispone que:

2. Toda persona ineulpad~ de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia
mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso. toda
po.sona tiene el derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas:
•••

ti derecho de la defel'\S3 de intel'l'og3r 3 los testigos presentes en el tribunal y de
obtener la comparecencia. como testigos o peritos, de otras personas que puedan
arrojar luz sobre los hachos.

80. La Honorable Corte se ha referido a la importancia del derecho a
interrogar testigos al señalar que

.. Denuncia Fiscal ampliatoria de 16 de sePtiembre de 1995 y auto de detención de Marfil Teresa De le
Cruz Flores de 16 de septiembre da 1995, anexos 15 V 16 demanda.

~ Corte I.O.H.• Csso Castillo Petrurzi y otros. supra nota 14. párra, 141 V 142.

Al Véase aJ\exo 5 del E3crito de solicitvdes. ergvmentos y pruebes de le 'epresentallte de la vletimll.
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dentro de las prerrogativas que deben concederse a quienes hayan sido acusados
está la de examinar los testigos en su contra y a su favor. bajo las mismas
condiciones, con el objeto de ejercer su defensa.¿.4

81. Sin embargo, el artículo 13 (el del Decreto Ley N° 25475 referido a
la investigación en los procesos de terrorismo establece

En la instrucción y en el juicio no se podrá ofrecer como testigos a Quienes
intervinieron por razones de sus funciones en la elaboración del Atestado Policial. as

82. La Corte Interamericana Se ha pronunciado acerca de esta legislación
en el pasado señalando al respecto en el caso Castillo Petruzzi que

111 legisllld6n aplicada 111 caso imposibilita el derecho a interrogar 11 los testigos que
fundamentaron la acusación contra las supuestas víctimas. Por una parte, se prohibe
el interrogatorio de agentes. tanto de la policía como del ejército. que hayan
participado en las diligencias de investigación. Por otra.... la falta de lntarvancién del
abogado defensor hasta el momento en que declara el inculpaóo hace que aquél no
pueda controvertir las pruebas recabadas y asentadas en el atestado policial.

La Corte entiende que la imposición de restricciones a los abogados defensores de las
víctímas vulnera el derecho, reconocido por la Convención. de la defensa de
interrogar testigos y hacer comparecer a personas que puedan arrojar luz sobre los
hechos.gll

83. La disposición del artículo 13 (e) del Decreto Ley N° 25475 se
conserva aún luego del examen de constitucionalidad que realizara el Tribunal
Constitucional peruano en su sentencia de 3 de enero de 2003. Al respecto, el
Tribunal Constitucional consideró

que, si bien la realización de un proceso con las debidas garantlas es un derecho que
se debe respetar en toda circunstancie, también lo es que. la limitación de
determinados contenidos, como el de interrogar a los Que elaboran el atestado
policial, se encuentra perfectamente justificada si es Que. con tal limitación. el
legislador persigue proteger derechos fundamenTales Tan valiosos como la vida V la
integridad personal.27

84. La Comisión reconoce el deber de los Estados de adoptar medidas que
permitan prevenir la violencia contra los funcionarios Que intervienen en la
investigación y juzgamiento de los delitos de terrorismo. Sin embargo, tales medidas
no pueden comprometer en ningún caso el derecho a ser juzgado de acuerdo a las
reglas del debido proceso.so

S4 Cone I.O.H.. Caso Castillo Petrurzi, supra nota 14. párr. 154. citando Eur. Court H.R.. Case of Barbcr.J.
Messe!lU~ imd Jabordo. Oecision of December 6, 1998, Series A N° 146 párr. 78 V CBS8 of BoniscJc, judgment of
May 6C1.. 1985. Series A N° 92. párr. 32.

!-S Oecreto ley 25475. artIculo 13 (e).

e~ Corte I.O.H., Ceso Castillo Petruzsi, b-upra nota 14. párrs. 153-155.

:J Véase Sentencia del T.ibunal COflstitucionlll del Perú. 3 de enero de 2003. pArr. 154.

,~ CIDH. Informe sobre Terrorismo y Derechos J./un>anos. 2002. poig. 178. poirrc. 251 y 252.
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85. María Teresa De La Cruz Flores y su abogado, no tuvieron la
posibilidad de interrogar o solicitar las aclaraciones sobre los atestados de policía
que sirvieron de base para fundamentar los cargos en su contra. pues por el articulo
13 e) del Decreto Ley 25475, los funcionarios de pollera que los conformaron y
redactaron estaban excluidos de comparecer al proceso. La defensa no tuvo
oportunidad de establecer cuáles fueron los fundamentos o razones de los
investigadores para concluir que en los documentos hallados a Víctor Zabala y
otros. se afirmara que la denominada "compañera Elena" se trataba de María Teresa
De La Cruz Flores. más alié del razonamiento que su profesión era de médica
pediatra como lo determinaba dicho informe.

86. Tampoco tuvieron la oportunidad de interrogar durante la etapa del
juicio al testigo bajo reserva de identidad. quien según el Atestado Ampliatorio de
octubre de 1995. el Informe de 25 de agosto de 1993 y en su Acta de Declaración;
manifestó conocer entre otras personas a la c. "Eliana" identificéndola con Maria
Teresa De La Cruz Flores, a su vez responsable de entregar medicinas y atención a
pacientes. de acuerdo a la relación de miembros de esa organización delictiva
hallados en documentos apócrifos a Víctor Zavala Cataño.

87. Esta limitación al derecho de defensa de no permitir al abogado de la
Dra. De La Cruz Flores, acceder al testigo bajo reserva de identidad y a los
investigadores de la policía que conformaron los atestados de cargos a partir de los
cuales se edificó en su contra la denuncia de los hechos por pane de la DINCOTE, el
auto de apertura de instrucción, el respectivo pliego acusatorio y finalmente la
sentencia, viola la garantía del artículo 8.2.f de la Convencién'", por el importante
papel protagónico que juega la DINCOTE. aún en la actualidad en el sistema
procesal peruano'",

88. El perito Carlos Rivera se refirió en la audiencia pública al atestado
policial y a las atribuciones de la policía. Sobre los atestados de policfa. el perito
Carlos Rivera señaló Que:

[track 1. 1.21) Senor perito. esas conclusiones o informes de la policía de sus
investigaciones de las que nos ha hablado, que eran fruto de toda esta serie de
situaciones que ha descrito usted en su respuesta anterior ¿persisten en la actualidad
en los nuevos procesos tramitarlos por el delito de terrorismo después de la sentencia

.3 Corte I.O.H., CIJSO cestiuo retruzü y otros, supra nota 14. párrs. 153-155_

..o ~En el Perú la práctica judicial asigna a la investigaciOn policial un valor probatorio sobresaliente. Tanto
el Ministerio PUblico como los jueces durante el proceso judicial asumen las conclusiones de la investigación policial
y Ias aetuaelones que en esta se han realizado sin desarrollar ningún tipo de cuestionamiento o control. Oe esta
manera el proceso penal termina siendo en gran medida un simple proceso de ratificación de la etapa policiaL Por
ello. es particularmeme importante solicitar a la ¡n:;tanda jwisdiccional que el personal policial que participó en la
investigaciÓn sea llamado COlitO testigos para ser imerrogados dwame si proceso. porque en caso COnlr.lrio la
norrne cllltiterroristi' termin;, conoediénrlole vn carácter indiscutible Q incuastionable al atestado policial. D Informe de
la ComisiOn de la Verdad V de la ReconciliaciOn. PeÑ, Agosto 26 de 2003, Tomo Vr, Sección Cuarta. CapitUlo t.
Patrones en la perpetración de crímenes V violaciones de los derechos humanos. 1 .6. la violacián del debido
preeaso. 1.6.1. Análisis de la legislación relativa 8 la represión penal del terrorismo en el Perú. La Legislación penal
de emerg"ncia. página 422.
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(del Tribunal Constitucional! de enero de ~003? Mire, yo dirla que si. En los nacnos,
creo que la mayor afectación que ha producido la sentencia del Tribunal
Constitucional peruano es a la normatividad de carácter procesal. En los hechos no se
ha afsetado el rol que cumple la Poliela Nacional. Es cierto que se declara
inconstitucional el Decreto que amplfa las aTribuciones de la policía, pero también es
cierto que el modelo de actuación durante la investigadón preliminar actualmente
persiste . Es cierto también que es un modelo que no solamente existe en materia
antlterrortsta, existe en general en cualquier tipo de hecho delictivo. pero también es
cierto. debo decir, que en estos casos era mucho más intenso; había un poder mucho
más evidente de la policía respecto de las conclusiones que la policía emitía. Y mucho
más grave ademfls. porque no exiJ:tla ninguna posibilidad de cuesTionar o fiscalizar
esas conclusiones fiscales. por la legislación entiterrortsta. que obligaba al fiscal a
denunciar, y la denuncia se hacia con el atestado policial en la mano y obligaba al
juez a abrir instrucción con esa denuncia y con ese atestado policial. En los hechos, la
suerte de la persona Que era detenida l. ..) se determinaba finalmente en la
investigación preliminar. y la determinaba la pclicto, con las conclusíones que emitía,
con el curso de la inv8stigación hacia la cual conducla, y con la calificación penal del
delito que habla cometido ya que existla la pQSibiJidad de denunciarla por terrorismo O
denunciarla por traición a la patria, y también no habla ningún tipo de
cuestionamiento respecto de la determinación del fuero judicial; la policía era la que
determinaba que la persona "x " detenida e investigada habla cometido delito de
traición a la patria y la remitía al fuero militar y jamás el fuero militar ha cuestionado
esa remisión; como tsmpocc el fuero civil ha cuestionado el hecl\o de Que sea la
policla la que establezca la tipificación y la calificación de los hechos que fusron
sometidos a una ínvestigación preliminar.-

89. Los atestados de policla, elaborados con las deficiencias vistas, en
violación al derecho de defensa de los imputados, y sin supervisión efectiva del
Ministerio Publico, entre otros problemas, constituyen la base de los nuevos
procesos Que se tramitan por terrorismo, y tiene un impacto directo en la continua
privación de libertad de las personas sujetas a dichos procesos. Como afirmara el
perito Carlos Rivera paz en la audiencia pública,

Pregunta de la Comisión: I track 1. 1.281 ¿Los actuales procesos que se están
siguiendo ahora de conformidad con el decreto 926 están basados estrictamente en
los atestados de policía? Respuesta perito: ·Si, si. todos. En buena cuenta tanto los
C3SOS qve flan sido anulados por traición a la patria. como los casos en que se ha
producido la anuractcn de la sentencia y del juicio oral por terrorismo. el sustento en
el que aparecen las imputaciones en primer lugar son los atestado policiales. Eso no
ha vari.roo sustancialmente; ese es el contenido y la materia sobre el cual se discute
en el proceso judicial. Pero tal vez ahl habrla que mencionar que, a diferencia del
pasado en el que no habla ninguna posibilidad 1...1 de cuestionar el contenido del
atestado poflcial y las supuestas pruebas que la poflefa habla adjuntado o establecido
en esta investigación preliminar, ahora si son posibles de ser cuestionadas, tanto en
la instrucción como en el proceso dal juicio oral propiamente.

90. No obstante lo anterior, la sentencia del Tribunal Constitucional
peruano, encontró ajustada a la constitución el artículo 13.c) del Decreto Ley
25.4759 1

• Si bien. como explicara el perito Carlos Rivera Paz en la audiencia ante la
Honorable Corte. en los nuevos juicios los tribunales han llamado a testificar a los
efectivos policiales que presenciaron los hechos o participaron en la elaboración de

.. Senteoci.!l del Trib\nlal Constitucionill de 3 de enero de 2003. párr. 251 y 252. anexe 30 de ta demaooil
de la CIDH.
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los atestados de policía, es importante destacar que la ley expresamente señala que
ello no es posible. En consecuencia, queda al arbitrio del juez que lleva la causa la
aplicación de dicha norma, lo que no otorga garantías suficientes a los procesados
en una materia tan importante como el derecho a interrogar a los testigos. Esta es
otra de las graves consecuencias de que querer sostener la articulación de un
sistema de normas, el Decreto Ley 25475, con interpretaciones fraccionadas,
cuando está demostrado que ha sido fuente constante de violación al debido
proceso como lo concluyó el Informe de la Comisión de la Verdad. supra, lo ha
determinado esta Honorable Corte en jurisprudencia reiterada y los han señalado
estudios de organismos nacionales e internacionales Que se han ocupado de la
materia92

.

Violación del artículo 8: La inconsistencia de la prueba para una
condenatoria. La motivación da la sentencia y la penalización del acto

e.
•sentencte

médico.

91. El artfculo 8(2) de la Convención dispone que:

2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia
mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda
persona tiene el derecno, en plena igualdad, a las siguientes garantlas mlnimas: 1. . .1

92. La ausencia de prueba y la indebida fundamentación de los hechos
que caracteriza las sentencias condenatorias a la señora Oe La Cruz Flores
proferidas por la Corte Superior de Justicia de Lima de noviembre de 1997 y la Sala
Nacional de Terrorismo de junio de 1998, configuran además una violación al
derecho a las garantías judiciales consagrado en el artículos 8 de la Convención
Arnerícana."

93. El requisito relativo a la expresión de los motivos de hecho en una
sentencia judicial se relaciona con la razonabilidad de la decisión. Tal razonabilidad
ha sido definida. por ejemplo, como la "correlación entre acusación, prueba y
sentencia en virtud de que ésta tiene que fundamentarse en los hechos discutidos Y
recibidos en el proceso". El sentenciado tiene el derecho de conocer en forma
concreta y detallada cuáles son los cargos por los que se le procesa y cuál es el
alcance o contenido delictivo que hace el magistrado de los misrnos'".

I
I
•

a. ONU.lnforme del ReJlllor Especial encargado de la CUllsti6n de /11 Independencill de 103 Jueces y
Abugados. 5cí\or Param CWTlar.lSw;¡mi. tntorme de /;J MisKJn iJl Perú. Enero. , 99B. ONU. Grupo de Tr.lbajo sobra la
OBtención Arbitraria de Naciones Unidas. Infonne sobre la Misión al Perti. del 19 de enero de 1999. Comisión de
Jurina~ Internacionales. InForme sobre la Ac!mini::Jrraci6n df! JU$fÍcl" f!n el Perú. Instituto de Oefensa Legal. lima.
1994. Comi:¡ión InterClmeriC<lnél de Derechos Humano5 ICIDHI. SegundQ tntorme sobre la Situación de len; oerecnos
Humanos en Perú. Washington. 2000. Coordinadora Nacional de Oerechos Hurnanos, En Nombre de los tnoceotes.
11 pene. Lima. octubre de 1995.

!OJ Cene I.D.H.. ExccpciO/lC$ st 8goramicl1ro tk los recursos internos (a"s. 46.1. 46.2.8 Y 46.2.b
Convención Americana sobre Derechos Hemanes}, Opini6n Consultiva OC-1U90 del 10 de agosto de 1990. Serie A
No. t t, parr, 24.

f¡4 Corte I.O.H•• csso Vi118g~nMOTBIeS y otros (Caso NilfQS de 18 CoI/eJ. lluP'-- not4J 75. péIT. 233.
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94. Como ha señalado la Corte Europea de Derechos Humanos, el análisis
de la suficiencia de la motivación requiere examinar el caso concreto para
comprobar si, a la vista de las circunstancias concurrentes, se ha cumplido O no
este requisito. La Corte ha insistido asimismo en la importancia de la motivación de
las sentencias como parte integrante de las garantías de un juicio justo'".

95. La sentencia de primera instancia es la única decisión que expresó
algún argumento para sostener la responsabilidad de la víctima.

96. El argumento que se discute aquí y aceptando en torno al debate la
precariedad de la prueba de cargo que existe en su contra, es si tales actos
constituyen delito o no. Es analizar si el Estado ha ido más allá de su competencia
para entrar a penalizar una actividad licita como es el ejercicio de la medicina en
este caso. Tuvimos oportunidad de escuchar al profesor Manuel Pérez González,
quien ilustró con su experticia a la Honorable Corte sobre el acto médico y sus
alcances. También escuchamos sobre la criminalización del acto médico y la
vulneración que conlleva al artículo 9 de la Convención en su concepto. La CIDH
considera por su parte que tal hecho compromete gravemente las garantías del
artículo 8 al comportar una falta de motivación en forma positiva como quiera se
busca penalizar una conducta lícita a partir de interpretación de la norma en manera
amplia, genérica y arbitrarla'".

IV.
Personal)

Violación del artículo 7 (11 (2) (3) (5) (6) (Derecho a la libertad

t , Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales.
2. Nadie puerle ser privado de su libertad física. salvo por las causas y en las
condiciones fijadas de antemano por 1a:5 Consrhuctones PoI/tic as de los Estados
cartas O por las leyes dictadas conforme a ellas.
3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelerniento arbitrarios.
l...1
S. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada. sin demora, ante un juez u otro
funcionario autorizado oor la ley para eisrcer funciones judiciales y tendrá derecho a
ser juzgada dentro de un plazo razonable o B ser puesta en libertad. sin perjuicio de
Que continúe el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garantías Que
aseguren su comparecencia en el juicio.
6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal
competente. a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o
detención y ordene su libertad si el arresto o la detenciOn ruaran ilegales. En los
Est<l(jos partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser
privada de su libertad tiene derecho !I recurrir a un juez o tribunal competente a fin de

El artículo 7 de la Convención establece que97.

I'S Corte ~opeB de Derechos Humanos. Ruiz Torija v. Spain and Hiro Balan; v. Spain judgmellts 01 9
Decemlrer 1994. Series A nos. 303-A and 303-8. p. 12. ~ 29. and pp. 29-30. § 27; ,lOd the Higgins éfld Orhets v.
Frsnce judgment of 19 F9brulIty 1998, Repons 01 Judgml!nts <Ind Dedsions 199B·I. p. 60. § 42; Cfr. V:>n d..• Hurk
v, The Nerherll'flds, Sentencio de 19 de abril de 1994. pArr. 61.

~~ Véase peritaje del ,eñor Manuel Pérez Gonaález, El Acto Médico 8 la luz del Derecho Internacional
Humanitario: Una Valoración Jurfd~. SuPT8 nota 59.
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que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser
restringido ni abolido. Los recursos pocran interponerse por si o por otra persona.
l ... )

98. La Dra. De La Cruz Flores fue detenida sin que se le informara el
motivo o se le exhibiera orden de detención alguna, bajo un régimen legal que la
Honorable Corte ya encontró contrario a la Convención Americana. Para esa misma
época el recurso de hábeas corpus en el Perú presentaba severas restricciones en el
uso que lo hacía ineficaz, por que exigía ser tramitado ante el juez especializado de
terrorismo y no era admisble para hechos o causales materia de un procedimiento o
trámite resuelto'".

99. En cuanto a la detención preventiva, la sentencia del Tribunal
Constitucional hace suyas las consideraciones sobre la obligación del Estado de
justificar en cada caso el mandato de detención de acuerdo a la doctrina y
jurisprudencia del sistema interamericano de protección, pero concluye declarando
la constitucionalidad del artículo 13 a) del Decreto Ley 25475. por no violar la
Convención cuando el juez en caso de delitos de terrorismo dispone con la apertura
de proceso la detenci6n preventiva.

100. El Decreto Legislativo 926, en desarrollo de dicha sentencia. reguló la
anulación de las sentencias, juicios orales, y la insubsistencia de las acusaciones
fiscales de los procesos seguidos por el delito de terrorismo ante jueces y fiscales
con identidad secreta'". En lo referido a los efectos de la nulidad, el articulo 4 del
Decreto Legislativo N° 926 señala que "la anulación declarada conforme al presente
Decreto Legislativo no tendrá como efecto la libertad de los imputados, ni la
suspensión de las requisitorias existentes" . La primera disposición complementaria
establece que -el plazo límne de detención conforme con el Art. 137 0 del Código
Procesal Penal en los procesos en que se aplique el presente Decreto legislativo se
computará desde la fecha de expedición de la resolución que declare la anulación".

101 . En aplicaci6n de esas normas se anuló la sentencia y el proceso penal
seguido contra María Teresa De La Cruz Flores y se decretó la insubsistencia de la
acusación fiscal, pero no de la resolución de apertura de instrucción ni del mandato

"7 Corte I.D.H.. Caso Loayza Temevs», Sent!!ncia de 17 ce sepríernere de 1997. Señe e No. 33.• cestiuo
Petruzri y otros. supra nota 14. párrs, 133. 181 Y 182; CBSO Cantora/ Benavides. supra nota 14. Articulo 6 del
Oecreto ley 25659.

.,-~ Véase ¡¡rticulo 2 del Ane};O 67. Decreto legislativo N° 926. Decreto legislativo que Norma las
anulaciones de los Procesos por Delito de Terrorismo S9guidos ame Jueces y Fiscalas con IdMtidad SeCl!!ta y por
Aglicación de la Prohibición de Recusación. 19 de febrero da 2003. 1"Art. 2. Anulación 58 samencías. juicios orales
e insubsiSlencia de acuseciones fiscales en procesos seguidos por delito do terrorismo anto jueces y fiseaJe:o con
identidad secreta, LlI SIlla NlIt:ionlll de Terrorismo. progresivameme en un plazo no mayor de sesenta dl<Js hábill!S
cesce la vigencia del presente Decreto legislativo. <1J'Iular~ de olicio. salvo renuncia expresa del reo, la sentencia y
el juicio oral y dl!ctarllté de ser del caso. la insubsistencia de la acusacíén fiscal en los procesos penales por delitos
d.. hmcmmo roguido5 anto 'a iurilldicción penilJ ordinalia con juecl!S o fiscales con identidad secreta. la anulación
68 limit¡uoi a las Pl'!n;onos ccndenadas y por 105 hechos objeto de la condena. 8Sf como a los procesados ausentas y
contumaces y por los necnos materia da la 8cuSll~n fiscal. la Sala Nacional da Terrorismo, remitirá los autos al
Fiscal Superior especializado en Terrorismo para los efectos de la nueva acusación fiscal. El trámite será el dal
proceso ordinario ."'

~ 034/042
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de detención que se dictó obligatoriamente en ese momento, en 1995. En
consecuencia. en junio de 2003 se ordenó reponer el proceso a partir de la
acusación fiscal para pasar directamente a la etapa de juicio. Con tal decisión. no
sólo los atestados de policía y las pruebas actuadas ante los tribunales sin rostro
que juzgaran a Maria Teresa De La Cruz Flores, permanecen aceptadas en el nuevo
proceso. sino sus consecuencias. Esta situación significó una reducción de las
oportunidades para solicitar la libertad provisional por parte de la víctima quien debió
esperar hasta la etapa del juicio y especialmente la audiencia, hasta que se actuó
nueva prueba a su favor.

102. En la práctica entonces, el Decreto Legislativo 926 que regula el
nuevo juicio, desconoce de manera absurda los ocho años que lleva detenida la
Doctora De La Cruz Flores, lo cual resulta de por si excesivo e irrazonable, pues el
lapso que ha permanecido privada de la libertad, sin una decisión judicial definitiva,
es intrascendente para el Estado peruano y se convierte en la práctica en una
detención preventiva ast la ley prescriba otra cosa'".

103 . Si bien es cierto Que el Ilustrado Estado peruano ha restablecido en su
libertad a la Dra. De La Cruz Flores con la decisión de 8 de julio de 2004. la
violación ha cesado, lo es también que ésta ocurrió y que trajo consecuencias
gravl'sima en la vfctima Que deben ser reparadas.

104. La exigencia Que impone la Convención Americana es Que únicamente
se recurra a la prisión preventiva para garantizar el proceso, esto es, que el único fin
de la misma es asegurar la realización de actuaciones procesales. como la
preservación de evidencia o contar con la presencia del acusado en todas las
actuaciones, siempre que los mismos objetivos no puedan alcanzarse por cualquier
otro medio menos restrictivo. Siendo la garantía del proceso la única finalidad de la
prisión preventiva, cualquier otro objetivo Que se persigue con la privación de la
libertad, como la prevención de nuevos delitos, es caracrerfstico de la imposición de
la pena y por ello su utilización sin Que exista una condena resulta contraria a la
Convención Americana, en particular al principio de presunción de inocencia.

105. En el caso de María Teresa De La Cruz Flores. al no revisar el tribunal
competente su mandato de detención sino hasta un año después de que su
sentencia fuera anulada, se ha invertido el principio de que la libertad de la persona
durante el término que se adelanta los procesos en etapa de instrucción o en juicio,
es la regla general y, Que la excepción es el mandato de detención o detención
preventiva100.

106. El argumento expuesto por el Estado peruano en la audiencia ante la
Honorable Corte, para justificar la continua violación del derecho a la Iibenad de la

33 Corta IDH. caso Suárez Rosem. &tJpra nota 77. p árr. 70 a 78. CIDH. Infonne 12/96. Argentina. Caso
11 .245 .• 1 de Mano de 1996, pérr . 10S.

: :10 Véa&e en e"'e ~ntido Comité de Derechos Humanos, Observación General no. 08; El derecho .. la
Iibertsd y a la ~9uñ(Jad personales tarr. 9) : . JOf06/82. ~rr. 4. I"La prisi6n preventiva debe ssr excepcional y lo
más breve posible.-)
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Dra. De La Cruz Flores, radica en la novel interpretación de los efectos de la
sentencia del Caso Castillo Petruzzi y otros. En dicha sentencia se dispuso la
invalidez del proceso y de la sentencia. precisamente por el conjunto de violaciones
al debido proceso que ocurrieron en los juicios a Que fueron sometidas las víctimas
bajo el Decreto Ley 25659. sobre delito de traición a la patria. Como consideró
también la Honorable Corte en la sentencia del Caso Cantoral Benevkies, el delito de
traición a la patria era una forma agravada del delito de terrorismo establecido en el
Decreto Ley 25475. con las mismas falencias y vulneraciones a ciertos derechos
protegidos por la Convención Americana.

107. En la audiencia de 2 de julio de 2004. el Estado peruano señaló en
este sentido Que:

·Conforme a la legislaciOn peruana vigente hay dos causas de anulación de los
procesos: un procedimiento penal se puede anular por razones materiales que hagan
razón con la absolución del inculpado. caso en 81 cual la excarcelación es
efectivamente automática. o ss puede anular para llevar al acusado a un nuevo
proceso. Estos son los casos en los cuales la legi:llación peruana no está disponiendo
la excarcelación automática del beneficiado porque este caso es el caso de la
anulación para "wisión. no de la anulación por violaciones <le dereeho material que
provoque la absolución del procesado. Y el antecedente que se está usando. y Que
uso el Tribunal Constitucional para establecer esta cláusula conforme a la cual la
anulación del proceso no provoca automáticamente la excarcelación es la sentencia
del Caso Castillo Petruzzi. Porque fue en el Caso Castillo Petruzzi donde la Corte
dispuso e introdujo en el sistema interamericano uno regla conforme a la cual el juicio
sobre nulidad de un procedimiento judicial no tiene por Qué conducir necesariamente
a la excarcelación del involucrado en ese procedimiento. El Tribunal Constitucional
hizo de ampararse en el precedente del Caso Castillo Petruui para declarar que. de
esto se trata, violaciones a las leyes cometidas como las Que se cometieron en el
pasado en el Perú que requieren un procedimiento global de adaptación de las
consecuencias para estabilizar la situación de las personas involucradas en estos
procedimientos. no produce las mismas consecuencias que la teoría clásica del
procedimiento vigente en América Latina de Couturs y demás atribuidas a la nulidad.
De modo que a partir de la sentencia del Caso Castillo Petruui las autoridades del
ESUldo peruano reconocen que la Corte lnter<lfl'lericana de Derechos Humanos. no el
Tribunal Constitucional peruano. ha modificado las consecuencias que en el derecho
procesal latinoamericano se asignaba a la anulación de procedimientos y la anulación
desde Castillo Petruzzi no importa una desaparición de efectos indiscriminada sino
que importa la obligación del Estado de generar un procedtrnlanto razonable para
adaptar las consecuencias de las violaciones a la Convención a condiciones
razonables. eso es lo que justifica que las COS3& estén de esta manera. ~

108. El argumento expuesto pretende fundarse en la decisión de la
Honorable Corte en el Ceso Castillo Perruzzi, que consideró Que por el cúmulo de
violaciones al debido proceso en desarrollo de tal legislación. estaba gravemente
comprometida la validez del proceso, condición necesaria para la validez de la
sentencia: situación diferente a la aplicación inexacta de la ley, la apreciación
errónea de la prueba o inadecuada fundamentación de la decisión, Que puede llevar
a una sentencia válida, aunque sea injusta o incorrecta'P", que no es este último el
caso Que nos ocupa.

ICI Corte I.O.H.• Caso cestiuo PBrruu; y o1IOS. supra notll 14. eárrs. 217 a 221.
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109. La sentencia aludida de la Honorable Corte. es clara. determinante e
ilustrativa de las consecuencias que acarrea en un proceso penal, la vulneración a
los principios del debido proceso y a la garantía del juicio justo en aplicación al
artículo 8 de la Convención Americana y a los principios básicos del derecho penal.
La Honorable Corte determinó que una situación de tal naturaleza, lleva a la nulidad
de los procedimientos y la sentencia, ante lo cual el Estado debe U_en un plazo
razonable- {hacer] un nuevo enjuiciamiento que satisfaga eb initio las exigencias del
debido proceso legal, realizado ante el juez netursl {jurisdicción ordinaria] y con
plenas garantías de audiencia y defensa para los inculpados. - '02

110. En cuanto a la libertad. la Honorable Corte determinó que 41la adopción
de dicha medida precautoria corresponde al tribunal nacional competente. »ios La
Comisión entiende que si bien son los tribunales nacionales los competentes para
pronunciarse sobre la libertad de los imputados. deben hacerlo de manera individual,
caso a caso. sin adoptar decisiones de carácter automático y general, valorando en
ese momento los elementos probatorios Que se tienen, la forma en Que fueron
producidos y la responsabilidad que le cabría al imputado. Estas decisiones deben
realizarse en un plazo razonable. que guarde estrecha relación con el momento en
que se declaró la nulidad de la sentencia, y sin la necesidad de la práctica de nueva
prueba. Sin embargo, en el caso de Maria Teresa De La Cruz Flores transcurrió más
de un año desde la anulación de la sentencia que la había condenado, hasta Que un
tribunal revisara las razones de su privación de libertad.

111 . Una interpretación contraria al sentido garantista de la sentencia de la
Honorable Corte. vulnera lo dispuesto por el artículo 29( 1) de la Convención
Americana'?" y podría constituirse en un antecedente grave que ponga en peligro la
vigencia de la Convención y la función del Sistema Interamericano de protección de
los derechos humanos. en detrimento de las personas que en atto número
permanecen sub judice en los sistemas judiciales de los Es~ados de la región.

V. Violación del artículo 24 (Igualdad ante la ley) en relación con el
artículo 8 (garantías judiciales)

112. El articulo 24 de la Convención Americana. que consagra la igualdad
ante la ley. señala

Todas las personas son iguales ante la lev. En consecuencia, tienen derecho, srn
discriminación. 8 igual protección de la ley.

113. El principio de igualdad y no discriminación, como ha señalado esta
Honorable Corte, "es un principio básico y general relacionado con la protección de

'Oi Id., párr. 221 .

I(n IbiÓem.

;Of Convención Americana sobre Oerechos J.iwnano:l. ¿ut(cuto 29. (-Ar\ícvlo 29. Normas de interpretación.
NinguM diSOOSición de la presente ConvanciOn puede ser interpretada en el sentícro (fe: al Permitir 8 algllfll)S de los
Estados Panes. gr\lPO o parsona, auprimir el goce v ejercicio de los derechos v Iibenades reconocidos en la
COnvenciÓn O Jimir.utos en mayor medida que 18 prevista en ella.-)
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los derechos humanos" y que "pertenece al ius coaens"?": Este principio se
encuentra reconocido en diversas disposiciones de la Convención Americana, tales
como el artrcuto 1 (1) que establece el deber de respetar los derechos y libertades
reconocidos en la Convención sin discriminación alguna, y el artículo 24, que
establece Que atadas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho, sin
discriminación alguna, a igual protección de la ley," Asimismo. el artículo 8 (2) se
refiere al derecho del inculpado, en plena igualdad, a ciertas garantfas mfnimas, no
taxativas.

114. La igualdad ante la ley, o igualdad formal, significa que las leyes
deben ser aplicadas de igual manera a todas las personas Que están sujetas a ellas.
El derecho a la igualdad, en este sentido, no está dirigido al legislador -como el
principio de igual protección de la lev- sino a todos aquellos funcionarios estatales
que deben aplicar la ley. tales como jueces y operadores de justicia, Quienes no
deben hacerlo arbitrariamente. En este sentido, el principio de igualdad se viola
cuando una decisión judicial o administrativa se fundamenta en consideraciones
manifiestamente arbitrarias, es decir, desprovistas de cualquier justificación
objetiva.

115. El Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas ha expresado
• •asrrrusmo Que

afila igualdad implica que la aplicación de las leyes y las normas. asf como 'as
decisiones administrativas, por parte de '06 fllncionarios del Gobierno, no debería ser
arbitraria sino tener fundamentos claros y coherentes. y deberían garantizar la
igualdad de trato. DlUl!

116. En el presente caso, se ha violado la igualdad ante la ley en perjuicio
de la Dra. De La Cruz Flores, al negársele de manera manifiestamente arbitraria la
aplicación del principio de inocencia establecida en el artículo 8 (2) de la
Convención, del que sí se beneficiaron los otros médicos acusados en el mismo
proceso penal. En efecto. respecto de los médicos Richard Morales Torrin y César
Augusto Guerrero Caballero la sentencia de la Corte Suprema de 8 de junio de 1998
aplicó la presunción de inocencia señalando que "la sola imputación de los
arrepentidos, así como la del testigo Aroni Apcho y la versión de la acusada
Carhuéz Guíllén. sin otras pruebas que la corroboren, no son suficientes para
imponer una sentencia condenatoria, máxime si se tiene en cuenta Que las dos
últimas de las nombradas en el juicio oral niegan que los acusados hayan realizado
actos de colaboración".

res Corte IDH. Conc!iCÍÓll Jurldica y Derechos de los Migr:m(cs tndocumcntsdos, Opini6n Consultiva OC­
18103 de 17 de Septiembre de 2003. Serie A N° lB. pfJrr. 101.

,OQ Comunicación Geuthier vs, Ganadé 1633/951, deCiSión de 5 <le mayo dc 1999, VOIO de minoría de
Salan Yrigoyen. Evatt. Medios Quiroga. lord CoMl/e. con Quienes los sei\otes lal/ah y Bhagwati estuVieron de
acuerdo. Citado en Joseph y OUOS, Tbe lntematioaol Coven2nt en Civil end PolitiC:J/ P.lghts. Se¡;ond Editiofl, 2004,
pág. 750.
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117. Similares consideraciones se aplicaron respecto de Luis Alberto
Paquilló y Miguel Angel Melgarejo Encinas en la sentencia de 5 de enero de 1999. A
pesar de que la prueba usada contra la Dra. De La Cruz Flores también consistía en
las declaraciones de una persona arrepentida y de una persona que se retractó en el
juicio oral, que no existía otras pruebas que corroboraran las declaraciones de esas
personas y que la Dra. había afirmado siempre su inocencia, los tribunales peruanos
actuaron de modo manifiestamente arbitrario al no aplicarle el principio de la
presunción de inocencia. En igual forma. téngase en cuenta la aplicación de la ley
más favorable por los mismos hechos de actos de colaboración artrcuio 321 del
código penal vigente para ese entonces, a Elizabeth Mantilla Monroy en la sentencia
de 8 de junio de 199810 7

, en relación con la aplicación de la ley más gravosa a María
Teresa De La Cruz .• el erttculo 4 del decreto 25475.

118. El principio de igualdad en el derecho penal, es un principio normativo
de aplicación inmediata que supone la realización de un juicio de igualdad, a la vez
que excluye determinados términos de comparación como irrelevantes. No es un
parámetro formal del valor de toda persona ante el derecho ni un postulado de
igualitarismo, es la garantía de la misma protección y trato del juez, sin que haya
lugar a discriminación lO!!.

119. Cabe destacar que la mavorte de los casos sobre igualdad ante la ley
ante órganos internacional. se refieren a situaciones en las Que se comparan
diferentes procesos o resoluciones entre sí. alegándose que se deciden situaciones
similares de distinto modo por razones arbitrarias. Sin embargo, de lo que se trata
en el presente caso es de comparar la situación de distintos coinculpados en un
mismo proceso, y de cómo el razonamiento del tribunal es válido para determinar la
inocencia de algunos médicos, y ese mismo razonamiento es válido para declarar la
responsabilidad de la Dra. De La Cruz Flores. La exceoctonaücao de esta
circunstancia proviene de las características propias del sistema antiterrorista que
con tribunales sin rostro y con un procedimiento violatorio de diversas garantías
judiciales en el marco de la aplicación del Decreto Ley 25475, proferían sentencias
con tal irrazanobilidad que no sólo vulneran el derecho a una debida
fundamentación. sino que en el mismo proceso, sobre los mismos hechos y con la
misma prueba producen decisiones contrarias.

120. Finalmente, en lo relativo a la carga de la prueba, cabe destacar que
una vez Que se ha demostrado la existencia de una distinción de trato, el Estado
tiene la carga de probar que dicho trato se basó en razones objetivas y
razonables 109. El Estado peruano no ha señalado cuáles serían esas razones ya Que
no se ha referido a estas violaciones ni en la contestación de la demanda ni en la
audiencia de fondo y reparaciones .

•,J Véill;e anexo 25 de la demanda de la CIDH.

103 Arbolerla Vallejo Mario y Ruíz Salazar José Arm<tndo. sunra nota 23. pág. 49.

1011 Vé<l~ por ejemelo. Comité de Derechos Humanos. Comunicación Kavanagh vs. Irlanda 18191981, pArT.
10.2, citado en Joseph, supra flOta 107. pág. 748.
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121 . Por todas las razones antes señaladas, se solicita a la Honorable Corte
que declare que el Estado peruano ha violado el artículo 24 en perjuicio de la Dra.
Maria Teresa De La Cruz Flores. en relación con el artrcuto 8.

VI. Violación del artículo 2 (Obligación de adoptar disposiciones de
derecho interno)

122. El Estado peruano violó el deber de adoptar disposiciones de derecho
interno establecido en el artículo 2 de la Convención Americana al emitir y aplicar el
Decreto Ley No. 25475 en el primer juicio y continuar aplicándolo en el nuevo a
juicio a la Dra. De la Cruz Flores.

123. El Estado ha respondido que para dar cumplimiento a dicha obligación
internacional, modificó la legislación a través de la sentencia del Tribunal
Constitucional de enero 3 de 2003 y el decreto 926 de 19 de febrero de 2003. La
Comisión llama la atención de la Honorable Corte, que tal modificación no es
suficiente respecto a la base y estructura la legislación antiterrorista, ya Que bajo las
nuevas interpretaciones jurisprudenciales se quiere mantener la definición, la
aplicación y los efectos de la descripción normativa del delito de terrorismo, las
modalidades de la conducta y sus normas relacionadas de carácter procesal. como
la práctica de los testimonios reservados o secretos sin posibilidad de contradicción
en la etapa del juicio. de la obligada apertura de procesos por los jueces de
instrucción con la presentación de la denuncia por el Ministerio Público y en
consecuencia, la imposición de medida de detención preventiva durante el juicio y
gravemente. del desconocimiento al principio in dubio pro reo, la inversión del
principio universal de la presunción de inocencia amparado por la Convención,
teniendo como consecuencia que la persona a procesar, no obstante haberle
decretado la nulidad del respectivo proceso al haberse tramitado con tal legislación,
cuando sea sometida a uno nuevo con la misma normativa, debe probar su
• •inocencia.

124. Asimismo, cabe destacar que el Estado peruano ha alegado Que la
Comisión Interamericana tenía la obligación en su demanda de señalar cuál era la
tipificación que consideraba correcta del delito de terrorismo y del delito de
colaboración con el terrorismo. En este sentido, la función de los órganos del
sistema, en el marco de procedimientos contenciosos no es la de reemplazar al
legislador nacional. En consecuencia, no corresponde a la Comisión, ni a la Corte.
indicar al Estado cuál debe ser el contenido de la norma.

VII. Reparaciones

1 25. La Comisión solicita a la Honorable Corte ordenar al Estado peruano
que, de acuerdo con las disposiciones de su derecho interno, adopte de inmediato
todas las medidas necesarias para Que cesen las violaciones a los derechos
humanos de la señora Marra Teresa De La Cruz Flores especificadas en la presente
demanda, y que se garantice a la señora De La Cruz Flores en el goce de sus
derechos humanos conculcados.
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126. El Estado peruano ha alegado que conforme a la jurisprudencia del
Caso Castillo Petruzzi, lo que procedía en este caso es dar un nuevo proceso a la
víctima y que eso es justamente lo que están haciendo. Pero ese nuevo proceso
debe contar con todas las garantías del debido proceso y del juicio justo.

127. Cuando la Comisión adoptó el Informe Articule 50 en este caso, la
Dra. De La Cruz Flores, se encontraba sentenciada y privada de la libertad a veinte
años de prisi6n . Cuando la demanda fue presentada a la Honorable Corte, su juicio
aún no había sido anulado en virtud de la nueva legislación. la Comisión al emitir el
informe de fondo en este caso, recomendó al Estado peruano:

De acuerdo con las disposiciones de su derecho interno. adoptar todas las medidas
necesarias para reparar de una manera integral las violaciones a los derechos
humanos de la señora Maña Teresa De La Cruz Flores que se determinaron en el
presente informe. en especial ofrecer un nuevo juzgamiento con la observancia plena
al principio de legalidad Que no puede estar representado en interpretaciones
judiciales discrecionales y flexibles de 'a norma penal, al debido proceso y a un juicio
•Justo.

Adoptar las medidas necesarias para reformar el Decreto Ley 25475. de manera de
hacerlo compatible con la Convención Americana sobre Derechos Hurnenos"?

1 28. Si bien es cierto con la sentencia de enero 3 de 2003 del Tribunal
Constitucional y el Decreto Legislativo 926. el Estado peruano ha sometido a nuevo
proceso a la Dra. De La Cruz Flores. también lo es. Que en la nueva acción el Estado
debe garantizar los derechos de la víctima, como el principio de legalidad, el debido
proceso y el juicio justo, derechos que no puede estar reducidos a interpretaciones
judiciales discrecionales y flexibles como las que ha dado en orientación el Tribunal
Constitucional con la sentencia referida.

129. En relación con las medidas para evitar que se repita el daño o
garantía de no repetición, la Honorable Corte ha señalado que a la compensación
pecuniaria Des necesario que se sumen las medidas de carácter positivo que el
Estado debe adoptar para asegurar que hechos lesivos como los del presente caso
no se repitan . En este caso, tal garantía de no repetici6n, es la modificación o
reforma integral de la legislación en cuestión. no obstante algunos avances logrados
con la sentencia del Tribunal Constitucional y los decretos legislativos emitidos por
el gobierno peruano.

130. Como señaló Marra Teresa de la Cruz Flores desde el establecimiento
penal de Chorrillos en donde se encuentra privada de libertad desde hace más de 8
años, estos hechos cambiaron su vida y se la frustraron, le privaron de ver crecer a
sus hijos, de gozar COIl su infancia y adolescencia. extendiendo su dolor personal a
su familia. Por ello dentro del marco de las garantías de no repetición, María Teresa
De la Cruz Flores señala que esto no debe volver a suceder. "para que los médicos

: 10 CIDI-l . Inlorme No 29/03 Ca50 12.138. 5 de marzo de 2003.
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puedan ejercer su profesión como un acto de humanidad que debe ejercerse sin
temor a ninguna discriminación."

. 131 . la gravedad de las violaciones y del perjuicio resultante aunado a la
falta de modificación íntegral de la legislación antiterrortsta peruana, a pesar de las
sentencias de esta Honorable Corte que ordenaron al Estado peruano desde mayo
de 1999 en la sentencia del Caso Casrillo Petruzzi "adoptar las medidas apropiadas
para reformas las normas Que han sido declaradas violatorias de la Convención",
otorgan una especial importancia a las garantJas de no repetición en el sentido de
evitar y refrenar futuras violaciones. Garantras de no repetición suficientemente
amplias para que comprendan el sufrimiento, la indefensión y el dolor que ha
padecido y sigue padeciendo la víctlma. Hoy, a más de 8 años desde su detención,
María Teresa de la Cruz Flores continúa en la búsqueda de justicia y el
reconocimiento de una situación que vulnera sus derechos humanos. Esta
Honorable Corte Interamericana es la última esperanza de Mar(a Teresa de verse
reintegrada en el goce de sus derechos.

132. En lo referido a las costas y gastos, la Honorable Corte ha señalado
que ellos deben entenderse comprendidos dentro del concepto de reparación
consagrado en el artículo 63( 1) de la Convención Americana, en consecuencia, la
Comisión solicita a la Honorable Corte Que, escuchando a la vfctima y a sus
representantes, ordene al Estado peruano el pago de las costas procedentes
originadas a nivel nacional, asl como las originadas a nivel internacional en la
tramitación del caso ante la Comisión y las que se originen como consecuencia de la
tramitación de la presente demanda ante la Honorable Corte.

VIII . Petitorio

133. Por todo lo expuesto, la Comisión solicita a la Honorable Corte Que
declare que el Estado peruano violó los artículos 9, 8, 7 Y 24 de la Convención
Americana en conexión con el artículo 1 (1). así como el artículo 2. y que disponga
las reparaciones correspondientes.

IX. Anexos

1. Atestado Ampliatorio No. 106 Divicote IV-Dincote, de 9 de octubre de
1995.

2. Resolución de 9 de junio de 2004, exp. 531-03-RMC.

3. Copias de páginas pertinentes del libro de Carlos Rivera Paz, Veinte
Propuestas de modificación de la legislación antiterrorista, Instituto de Defensa
Legal, 1999.

4. Copias de páginas pertinentes del libro "350 Resoluciones:
Jurisprudencia sobre Delito de Terrorismo", IDL, Instituto de Defensa Legal, 1996.
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